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1. lNTRODUCCIÓN 

1. La ruerte anuencia de enúgrantes 
marroquíes a nuestro país, durante los 
últimos veinte años, ha propiciado un 
impon ame incremento del número de 
pareja.<; mixtas hisp:mo-marroquíes, cuya 
unión no siempre ha llegado a buen puer-
10 , pero que, en la mayoria de Jos casos, 
ha dado lugar al nacimiento de hijos que, 
en caso de ruptura de la pareja, se han 
convenido en el objetivo primordial de 
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las pretensiones de aJllbo~ progenitores: 
esto, unido a las imponamcs diferencias 
sociales y religiosas existentes entre la 
cultura islámica y la española. ha propi­
ciado bastantes dificultades a la hora de 
pretender el reconocimiento y ejecución 
de decisiones, en rnmcria de derechos de 
cll ~t (X! i H y vis ita de mcnores. así como 
grdllcs perjuicio~ para los menores aflX­
Illdos y para sus madres españolas. que 
se han \'¡SIO desprotegidas a la hom de 
reclamar la restItución de sus hijos ilíci­
tamente trasladados a Marruccoll por el 
progcn itor IllaITO<JlIí. La licparaci6n ar­
bitraria del menor del progenitor bajo 
cuya custodia se cncuentra. casi siempre 
se produce &: la siguiente manera: el pa­
dre marroquí, que viene a Esp."lña a vi ~ i ­

tar a su hijo. cuya guarda y c\l~todia ha 
sidont ri buida a 11l1l1:ldro.:. en !ugar de res­
ti tuirel mcnOr ll~ lIl1l illl rc, una vez fina li­
zado el periodo de ejercicio de l derecho 
de visita, se lo lleva a Manuecos. dónde 
cs acogidocomoun marroquí musulmán, 
cn salvaguarda de la fe islámica; 110 obs­
tante, en mucha.~ olras ocasiones. el des­
plnzamienlo del menor se produce inclu­
so antes de que haya recaído una resolu­
ción sobre su custodia. con lo cual. la 
desprotccciónde la madre es aún mayor. 

2. Cuando el problema de sustr..lcci611 
intcmacional de me nores surge entre na­
cionales marroqu íes y españoles, las prin­
cipales di ficultades y los obstáculos más 493 



I Maffi.leeos es uno de esos 8 1:1ltos 
en IQ~ que d eSI~IuIQ personul del 
individuo se rige por ~u pen t'ncncia 
a Ullll relig ión CQ ll l·rclu: d io.:e F. 
"'·!onéger que en cie.nn "li mero de 
ES l ado~. rel igión y Dero.."hll es tán 
ímimanll!nle ligados, dependiendo 
el e~ l atuto de I ~ persona. en <:~\Q~ 
ci\so~. no de; su nal:ion:l lif l.1d o lIe su 
domicil io. ~ir Kl de Su rehgión: este 
~upUeslO se produce en !lllmero~os 

pu.í~es ámbc~ y en p¡¡íse~ mullicon­
fesiona !es. como Lfbnllo o C reci., . 
( << Les lIlu ~ulmu n~ dcvílu t le jl.lgc 
frnnp is». Jouro De 1m . 199_1. p. 
347). 1. Bnrrihc -Bro ll s~e. tmnbién 
pnne ~Ie re lieve 13 innucncin de I~ 

religión. en los p~ís cs dc tmdi ~ión 

isl.'imicll, ~ n t () refcreme a encSlio­
ne~ de Dcrcchodc fa milia (""L'enfa ut 
el les eonvcn!i¡m, inlero:lt ion3 Ic.f·. 
Jmun Dr Int . 1996. pp. 885 Y S~). 

1 C. Con1..51c1. Bcilfuss hace re feren­
cia :. que conv iene recordar que el 
Derecho murroq uí sc ha cnme leri­
lA, do pO!" ~u fi(\clidad :\ la trndici6n 
is l:lmicu. inspirándose. de milllen! 
d ireCt3, en el !)erccllO tTtltsu lm.'in 
m;¡]cquita. (<< U¡ i¡CCpl:tción del Es-
1:\1(1[(1 ele In Confer~n ci:\ de l~'1 H~ya 

pUf Marruecos y sus COIl ~cc uen ­

cias,., R...liJ2.J.... 19 L}4. p. '153). F. 
MlIlléger CO Il ~ l~ la qu c· cn tu uHlyo­
da Ile 1m; parscs isl.'imicos. en m~tr!­

ri ,1 dr! estaluto personal. $e il l)lkan 
I ¡I~ reglas extra rd:\s dirl!c tamcnlC de l 
CoriÍn. ("Les IIlUsulmnns ...... h)f. 

di., p. 358). 

I En eSte senl ido se ma nifie51a 1'. 
DC,""fou~, lIIene iumllldo una 5C l1 tC/I­
cía (te la Cone Suprema dc Mamre­
COSo dc 5 de enno dc I ?7tJ (a~un to 

Eug;: ne Gire l). (<< La Convc llI ion 
franell-murut.:ilÍ tle du 10 ¡ró ut 198 1 
reJ:lli \·e au s la ur l des pcrsonllCs el de 
la fam ílk el u lit cQOpcmlÍon j udí­
cinin! .. , Journ Dr 1m. 1985. p. (4). 

, A través tlt.: tres D;.¡ hirs, n(IIlIS. 

1.91345, 1.93.346y 1.91)47, dc 10 
de septiembre dc 1993, el Reino de 
Mmruecos modificó algun:\s dispo· 
siciones de su Código de obligacio­
ncs y conlratos. del Código de en­
juicilllnic lIlo CI\'il y del Código re­
lativo al eslll1uto p.;rsonnl. reforzan­
do la posición de la mujer c as ¡l d ~ 

frcnle al marido. 
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I Así, por ejemplo, en caso dt: di.ro­
ludón dd matri nlllnio pur f~ lI t·ci­
miento del marido, la esposa. cual­
quiem que ~ea );\1 nacionaliu.1d. no 
lielle la pat ria poleSI~(\ .~bre ,us hl­
jll~, pue!i en Derechu ishimiccJ. el 
hijo nacido de tln p,1dre OIl1su I Ol~ n . 

es también mUS\lhn;Í 1I {af l. 8 del 
Código marroquí ,obre d 1:.I1 31uto 
personal. la M oudlloliw!II . ilKlcpcn. 
dienH: mente ele la re liSión ~ la na· 
óonalid:uJ de In madre. 'j por tall lO. 
n; ~ u tutcln ni su pat ria potestad pue· 
den .\;rConfía¡JD .~ a UII IIO nlu~u llllán. 

por lo (¡uc. la atribución t.:1 lrg~ de.· 
lu Iwt ri¡¡ putestad a 1:1 !lt<ldrc. ~·.m­

blecida por el Der~'Cho cs~flol. ca· 
r..:{·er~ dc efecto.; CII MalTUc.'COS. No 
Ob SI.1nh.:, lo q lle . i pt' rmll': la legi,. 
l¡¡ci6n m;.¡rroqu[, es que la m.1dre 
csp,~1101 a. atll1'We no se cOllyicna al 
i s la lU i~ 1110, o~ Icnh~ ta IUlr/(III(!. un de· 
recho tic cuS1Qdia li milado a la 
!t'Ortección de In persona de los lIi · 
jn.\ (\~ Cnrl ,~ edad. ~ lIC habro (\o; cj~r. 

ecr:¡e siemprc' bajo el conlrol ~ e l 

p¡¡llre o, ~ n su dd t'Cto. Jc l tlllor. y 
COII la condici6n ,le qlle lo; hijo.\ 
sean educado; en la fe islámÍl:a [:u1s. 

103-109 de In MOlIII(j(JlIatia~ I'or lo 
lanto. el papel que respecto de los 
hijo~ desemllCfla la m.,drc viuda (1 
di vorci adn de un n,~donal marroquí 
es muy limi tado: a¡Jemás. estas di.· 
posiciones del Dcn::cho i sl~micose· 
rán siemprc aplicabl ~'S ~n ¡-·hume· 
cos, aún cuando la mujer española 
no haya adquirido la nUl~ional i dud 

murroquf: Ilts medidas rrevisl ~~ por 
el Derecho españo l 110 tendrán 
Uallsccndcll{· iu ulguna C~ Marrue­
cos. Por otro I~do, lambien hay que 
tcucr CI1 cuenta que el D~n.'C1lo i ¡; I ~­

mico sólu l"I!(:(ln occ la fil iación n1.1-
Irimonial: el hiju na,·ido fuclU dd 
matrimonio no pr.lcde ser reconoci­
du por el Imdre. y hlllllKlCO:OC :«!l1Ii ­
le I ~ l eg ilillla ció ~ d~ 1 hijo n~ddo 
all tes de ccl~bmn,~ el ¡ 1 1~lri UlO!li \J d~ 

sus padres, y:\ q ue d ano 3 ~ ¡le la 
IIYrJ r/UfnmWIII" clít1.n\¡hl:' '1UI.:' ,Jib' rlr 
tiliación \cgili ma re al adono a un 
hijo (,'011 su padre; el a:t ¡·imientoall­
terior al mat rimonio & los progeni­
lores, presupone una :tIta, e, d~'(:ir, 
un dd ilu de fomicación. En de fi ni­
tiva. un tri bun:11 tnarr~uí nunc:l rc­

conocer.! una resolución 00 los tri· 
bUllil1cs c;;p;liiolcs en I ~ q u~ so.: esla­
bkzc:\ la fi li ación emomalrimonial 
n:spccto de un indivi dllu tn\lsullll :llt. 
A rt . 3S del Código marroquí sobrec! 
estatuto pt:rsonal. lu M UIIIJllt) lIIlIIiI. 

importantes para llegar a una solución 
vienen detemlinudos, esencialmenle. por 
la gran infl ueneia de la religión islámica 
en el Derecho marroquí, al igual que la 
tiene en el Derecho de otros Estauos mu' 

sulmancs l • En Marruecos, toda la vida 
política, administraliva, judicial o social, 
gi ro en tomo allslilll12; el al1. 6de la Cons­
titución marroquí establece que el Islam 
es la religión del Estado, que g,mtntiza a 
toous cl libreejercicio de los cultos. Ade­
m;""¡s, la ('.'Qnversión al Islam. implica, obli­
g;¡¡ori;unenle, hl aplicación de las reglas 
de la Chija respecto ue Ins cueSliones que 
se refieren al estatuto personal y a las 
sucesionesJ• Por 10 tanto, la legislación 
mruroquí en materia de estatuto personal 
y familia, no es otra que la establecida 
por el Derecho ishílllico, y pese a los in­
tentos de acercamicnto\ prescnta muchas 
diferenci:ls con las legislaciones eu ro· 
peas, y en particular. con nuestro orde­
nmnienlO jurídicoS. Esta interrelación en­
tn.:: religión y Derecho conlleva que, si 
un nac iOJ1~ l cspaiiol se conviene al Is­
]¡ml , pur ejemplo, por matrimonio, pese 
a que conserve la nacionalidad ~puñolu , 

en Marruecos se regirá por el Derecho 
islámico y no por la ley española, por 10 
que pueden plantearse las siguientes cues­
tiones: cuando este individuo se halle en 
Espaiia, lo.~ tribunal es españoles aplica­
r;i ll la ley española, pero ¿tendrán algtin 
efecto en Mmm:.'eus lali disposiciones que 
se adopten?; por olro lado, cuando este 
individuo se halle en Marruecos, las au­
toridades de este país aplicarán su Dere­
cho interno, ¿reconocerán los tribunales 
espai'ioles las decisiones así adoptadas? 
No parece que en t1ingunode los dos ea­
SOlí la respuesta pueda ser positiva. La 
sl·tuaclon es aún más compliCada en Jos 
supuestos referentes a la custod ia de me· 
nores y al derecho de vi sila, pues en la 
mayoría ue los casOli, los tribunales ma­
rroquíes no rc<..'Onocen una resolución de 
los lribunales espafioles en la que la cus­
todia se atribuya al progenitor español, y 
mucho menos consienten el regreso a 
Espa.ña. del !llenor que ha sido trasladado 
a Marruecos por el progenitor marroquí. 
Es con la pretensión de solventar estas 
di ficultades, por lo que se h.'\ adoptado el 
Convenio hispano-marroquí de 1997. 



3. El problema de 111 sustracción in· 
ternacional de menores, por parte de sus 
progenitores. se intentó resolver. pur 
primera vez, con la adopción de un Con­
venio internacional en el seno del Con­
sejo de Europa, que abordó el tema des­
de In pers(lCCli v3 del reconocimiento y 
ejccllción de decisiones en materin de 
custodia de menores y restablecimiento 
de dicha custodia, aprobado en Luxem­
burgo el 20 de mayo de 198(f': poco 
después, la Conferencia de La Ha)'a 
Iilmbién se hizo eco de la necesicL.'1d de 
una regulación convencional en esta 
materia, por lo que cl 25 de octubre de 
1980, aprobó el Conllenio sobre los as­
pectos ci \'i les de 111 sustracción inlerna­
cional de menores7

• La Convención c\c 
las Naciones Unidas sobre los derechos 
del niño, de 20 de noviem hre dc 19891• 

consagró la util idad de los menciona· 
dos Convcnios CII el ámbito de la sus­
tracción de menores, al establecer, en 
su arto 11 . la necesidad de que los Estll­
dos promuevan «la concertac ión de 
acuerdos bil aterales o mu ltilaterales. o 
la adhesión a acuerdos ya existentes». 
con el fi n de evitar los dcspkll.1micntos 
o relenciones ilícitas de menores en el 
c:<tranjcro. Tal1lo el Convenio de La 
Haya (an. 38), como el Convenio de 
Luxemburgo (art. 23. prf. 1), perm iten 
la posibilidad de que Estados no micm­
bro~ de la Confcrencia de La Haya y 
del Consejo de Europa, respectivamen­
le, puedan adherirse a la regulación por 
ellos prevista, sin embargo, ningún país 
islámico se ha adherido a ellos9• por lo 
que resulta difícil llegar a Ulla solución 
en los supuestos de SlIstralXión inlcma­
eional de menores en los que dichos 
países se hall.m implicados: es por ello. 
que las autoridades judiciales de los 
Estados europeos. en muchos casos, y 
en prevención de ulla posible retención 
ilícita, obligan a que el progenitor, que 
110 tiene la custodia sobre su hijo. ejer­
za el derecho de visita, exclusivamenle, 
en el terrilorio del Estado en el que ese 
menor reside juniO al otro progenitorlO. 

4. Francia, anles que nuestro paL~, ha 
experimentado el problema de 1:1 sus­
tracción de menores por parte de súbdi· 
los marroquíes, así como las dificulla-

des p:!fa conseguir la rcstiruc ión de és-
105, por Jo que, ante la imposibiliund de 
aplicnr la norm'lli va de los Convenios 
de La Ha\'a )' Luxcmburgo, en los que 
es p..1rtC. r-nn6 el Convenio bi lateral con 
Marruecos, de 10 de agosto de 198 1. 
rcl ath'o al estatuLo de 1m. pcrsonal1 y de 
la fam ilia y a la cooperaci6n judiciajl ' . 
Posteriormente. Fnillcia también reali­
zó un acuerdo bil ateral con Argelia. re­
latiyo a los hijos nacidos de pareja.!> fmn­
co-argelinas sepamd:ls. de 2 1 de junio 
de I 9881 ~ , Con un objeto :-.imilar al de 
dichos Convell ios bilaterales. !le ha lle­
vado a cabo la e laborac i6n de l Conve­
nio hisp.1JJO-marroqu( de 30de mayo de 
1997, sobre asistencia judicial, recono­
cimienlo '1 ejecución dc resoluciones 
judiciales en n . ~t t cria de derecho de ClIS­

todi:t y derecho de visita y devolución 
de mellores l ' . y al igual que ellos, se 
inspira en la normativa prcvislO en los 
COJ\\en ios de Luxemburgo y de La 
Haya; debido a e llo, cste trabajo. a In 
vez que prelende nevar a cabo el análi­
sis de este nuevo inst ru mento interna­
cional de carácter bi late ral . también in­
tenta poner de relieve las diferencias y 
serncjal11.a~ que dicha normati va prescn­
ta tanto con lo.!> Convenios rnult ilatcra le:-. 
r:t liticados por E:-.pnlia. como con c:-.m 

OlroS a;,;ucrdo,\ bi lal eralcs que Fml1d a 
ha llevado a cabo con Marruecos y Ar­
gelia. algunas de cUy:1S disposiciones 
también han ser\'ido de inspirnción al 
Con\lenio hispano-ll1an·oquí. 

5. La participación tanto de Marmc­
cos como de otro.'\ paises el(: su área geo­
gráfica cn las labores de la Conferencia 
de L. Hay .. , cont ribuirí:l en gran medida 
a resolver muchos de los problemas que 
se plantean en el ámbito de la protecc ión 
de menores : Marruecos ya ha dado un 
primer paso en este sentido. puCStO que 
el6 de septicmhre de 1993 depositó el 
instrumentodcaceptación del Estatuto de 
la Confcn:ncia de La 1 laya de Derecho 
lntcma<..ional Pri vado. e ingresó en dicha 
organización l ~ , y además, ha sido el pri­
mer ESLado firmmlte del ntIC\'O Conve­
niO sobre protct..:<: ión de menores, de 19 
de octubredc 1996 1 ~ . Resulta parad6j i(.'() 
que cualro años después de aceptar el 
Estatuto de la Conferencia de La Haya, 

.. R:J.llficado por Espai13 el 9 de 
lIIayo de 1984, n,o E. núm. 210, 
de t de septiemhre 

Ratificado por E, p:u1a et t6deju· 
0\0 de 1937, lI .O ti. 1'11101 201. de 
2.1 de agosto de 1987 ':IlVtT. de err. 
B.fJ.b.núm I ~5. de JO dejumnde 
1989'J B.O.E . num, 21. de 24 de 
enero de 1996. 

• O.O.E. n(Ím. Jt J. de t de diciem­
hre de t99ll. 

9 Mnrnu.lc05 no ha apro"cchado 11'11 
pOSibilidad. y m lan siqUiera dc~· 

pués J e hab.¡:rst' 11l1egnldo Cll la 
ConferenclD de t..n 118)11. p:tr .. -ce 
mo~r.tr inlCllCtOIlC' d<l l'at ificur el 
Cotl\ cnlOliobrc ,uJii trncción de me­
llort'S. L Barri ~re - BIOus~ pOJJe de 
mamficslO la excasa rcpre;¡cnl:l11v;­
d!'ld (IUc. l-II los menCionados Con 
venios sobre MI~lrncci6n de mt'no­
re5, 11CI1""11 l o~ pnhe~ del h:jano ~ 
Ilt1h lmo Oncllle. ("L'enfam eL.", 
loe:, dI .. p. 857). 

le En l~ .C sentido ~ manificslu F. 
Montgcr, en rderenci ll ~I proble· 
ma de lu~ IUJ~ Il!le;do~ dI,; pUll!ja~ 
IIIIXI:l1 frnll c:o- marr()(tu ¡~~. I)()nien· 
do dl' leI1l:\<e que tul pnh:uea 
jurispllIdeneml se afian7ó con unn 
sl'nlencia de t:. CUllr fk CcusallQlI 

(Ci\<. tre). de 3 de lebrero de t 982, 
en la que se COII~ 1lI13ba 4u= )e 00-
rrcrin un srnvf n c.,so de CJue el pn· 
dre sustrajera defillil ivll lHCIIIC ni 
menor de IR guarda de la m:ltlrc. SI 
el ejercicio del detecho de vis ita nu 
se tinlllaba :\1 Il'TTllono fralk."ts. y 

ello. princ1palult'nlt . en ralón de I:t 
ausencIR de eoopcracifm j udicial 
entre los d os fu laclos en maleria de 
j!f()ICCC1Ón de nl e norc~.( " La Cnn ­
vention fra uco Inntl)Clllne du \O 
a6u. 1981. rel:ul\e nu StlUUI des 
pcfSOnllc-s el de la frunille d a 1.1 
coopcrallon judlclai rc ~, ~ 

~, 1984. p. 28 1) 

n Ral ificm.lu pur ley n~ 82-4&4. de 
10 de junio de 1982; entro en vigO( 
el t:3 de Ulayo de 1983. Texto pu­
blicado en Re" cril d r in¡ m..­
t983. pp. 53'! 'i S~. Dke F. Monfgcr 
que las aUloridade~ francesas (OO· 
sidcruban que tlnle3tnenle la \'fa 
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COIl \'c llcÍQlllll pcnlli ti ría re~ol vcr Io~ 

problem3.S pl:mleados por los des-
1)1 ~,_a.lIli cnlo~ d ~ los IIICllOrc.s a I r.! ' 
\'é.~ de las frnnlern~. ( .. 1...11 COIl\'cn­
lioll fr:lIlco-murocaillc ... ~ , loc. d I .. 
pp 28 1-282). E n el Pu.:im bulo de 
dichu inslw mcnto i l1l(.'IllU~·io ll .. l ~c 
hace referenCIa a (Iue amlJll$ EsTa­

uo:. pMto:s uecidcll llOOlllnr C:.t:4 nur­
rnml WI convencional conSTmando I ~ 

illl p<lrtulIcil1 de lU!> n: l ac i{) nc~ pcrso­
miles )' fam iliarc" e nTre los nacio­
IInle:, tic lo~ dU) E~l ados. y la neel!:­
~id1d de que IOI~ perllona~ conserven 

los principIOS fund1/lUm tale.s de su 
Identidad nacIOnal: 1', I.)ccroux pone 

de rd ic\'C In sorprende nTe e inespe­
rada redacción. en este pUl1to. del 
Preámbulo del Conven io, que nada 
llene que ver con la referencia a la 
necesidad de armo niz."r. en lo p~­

hle. sus carnclercs plOp io.~. IK."CCSI­
d1d que, habitu.111llente. se cOl1len¡­
plu e n los Convenios 1OIern¡\(,'ioIUI­
les <te este géncro.( .. I ... 1 COllvention 
fmIl Co-marol:lIlllc ... >I , loe. d I .. p. 51). 
A~imi ~m() en el Preámhulo se pone 

de l11.1nifi ebto ~"Omo urllbo~ Estados 
~ hall:ln ansio<;os po)r e5lablecer 1\': ­

,,1:1) C01l1UllC~ uc eUlInic tQ 4.: leycs 

y jurisdicciones <!n 10 que se rcfiere 
nI esta luto .te lllS ¡X: lsvmls y de \:l 
ramilia; F. ¡",' nnégcr, h~ce rdcren­

cia 11 que. de alguna IlllllleJ'lI. el Ca· 
pltu lo 111 dI! c.\le Convenio fr:lIlco­

II lIlfI'aqu í aparece C0 1110 UIIII ) flltt!S¡~ 

de los dos tC.'l:tos nllllt ila to::r.lk.~ qce 

ya habí:w SIdo fIIti fj cauo~ por Frau­
cia en materia de .~u s l r;¡cción inTer­

naciOllDI de menores; estDs d i ~pu,.; i ­

eiones, quc ya Imn ~crl .. ido de mo­
delo a OTros Convenios bilaterales 
del mismo Tipo. son de inspirnclón 

frnllcesa. puesto que d icho pais. h l ­
bic llUu rcaliL.1do vllrillS concesione . .'1 
en maTeria de eStatulo personal. a 
propósito de 111 le)' del divorcio y de l 
I\:co llocimielllodc las repudiaciones 

que 1 ~· n.l:lIn IUgUI cn 1\·!ulTUecos. pre­
lend(a que con In adopc i6n de este 
II1 ) U'UlllCnlO I l\h:rmk:I OIlU! se re.sol­

Vlc.~n algunos de los problem"~ 'llfC 

frccuentelllente se plantcan e ntr..: 

Franci a }' Mam u::CllS, relativos a l 
u .... spIa7.i1Iuic nTO de IUC II0 1CS. no re­
tNno. y eje rcic io del derecho de vi­
~ i l ll ( .. La COllvc nlÍolI fra n\:O-maro­
cainc .. lO, loe dt.,p. 2M2). 
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1: Aprob:.do "or L1 Ley fI~88·809 oJo:: 

12 de julio de 1988; entrÓ en vigor 
el 1 de II.!!O~T O de 1988. (Publicado 

en la Rr ... (;pI elr jD! re 1988. pp. 
797 y ~s.). No obslante. la pu .. "SI1I cu 
m,1rch;a de I~ rne<,'3!1j 'mos conlcm­

p l:l~ ClI c.>IOS Cou\'cllios ha I\'\'e' 

lado las imponamrs dificultndC!i 
\.-.\i!ll cntcs C1\ IIwteria di: ,·IJOJX., oci6 11 
t!nlcrn ncion:\l. ~ ~ f como lo! c~ca ;os 
r ... -:. ullllllus ob lo,:n ldo~. (1. Barrii:re ­
I1mu~~ ... L·cd :uucl ..... ,/x rit .. pp. 
~-887). 

lI U.O.E. mílll. 150, de 24 de junio 
de 1997. 

" La IK'Cpl ~ CIÓIl del ESla1ulo d~ la 
Coofcunci:l de La Ilaya J'!Of pal1 O:: 
de MaJl\Jccv!: . I;¡rnhién h.1 !ellido ilU­
ponllnlc.\ c .. I¡Hecu.:.'TI riJ.~ para su lx ­
rcclk.1 inlcrnu . pUe.ltO !J11e. (01) la ifl­
lención de ari apl:\rlo a la , cX l gcnd~s 

d~f i ~a,J as ¡Jc los prind pio5 (unda­
llli:Tll:lIes de los E.,~t odo.'i w n los Iju ~ 
su:. rel.}Ciuncs bon m;{s estrechas, se 
han n:.1Ii7A1;k! modificudulJ.c.'s en el 
ámbi to del Dt:recho de: familia 1'.1111 
Il\.-ercarlo a los \':l lou,') occilknlale). 
medionle Ires Dalll~ do: 1 ti dc ~p­
t ic mbre de 199). C. GOIl'¿~ I CI 
Ilci l(uss pone de relit' \·c que se tm· 
la de reformas tfrnid.u. q\IC ~gu 
m n e,'l: l l'l'mos como el COIIsc lllülllcn· 

lO tic 111 IIlIIJe r al 11l.1tri monio. limi· 
lan la I~ igllmia obliguOOo II ICl);.'r 
en cuenla los de,~ de la mujtr. 
~omelcn el repudio l.11li l at~,.,tl ~ un 

rc¡;islro Jlf\' \'ill obt encu~ ~ ¡k amnM· 
~ .. 1d 6n jUl1 iei.l l e instuuml1 UIl régi· 
mcn ¡Je prolcc;'(.·jón de la lD f~nci a 

dcsam['l.'\f:tlla. (ili :u:eptacióll dd 
E .. 'tlltulu ...... lix:. t U .. p. ~5)). 

l' Convenio relatIVO ala competen. 

ci a. 1[1 le)' nplicab lc . el f(¡:OIl UC;­
miento. 111 cjcruci6n y l~ CO!lfIC f~­
ció n en IlIaleri a de responsabilidad 
P;ICClllllI y de mcdllil~ de proleCClón 
(le mO: ll ore~, l1proCl:lllu l'll la )o. VIII 
Sc:oi611 u.,· la Confmoci~ de La Haya 
)' que mín no ha cl1ltado en \igor. 

M amICCOS. en vez de ratificar el Conve­
nio sobre sustracción de menores, elabo­
rado en el seno de dicha organización. 
haya preferido lIev¡¡r a c.'lbo un Com'e­
nio bilateral con España en esta materia 
que. al igual que el realizado con Frdllcia 
en 198 1, loma como fu nd.1mento de su 
nonnali vH. la regulación establecida en 
el citado Convcnio mult ilateral. Podría 
objetarse que dicho Convenio no contem­
pla el reconocimiento y ejecución de re­
soluciones. pero ello podría resolverse 
Imciendo uso de la posibilidad de adhe­
ri rse al COll venio de Luxemburgo de 
1980. Cabe preguntarse si acaso es pre­
tensión del EsGldo marroquí, llcvar a cabo 
acuerdos bil.nera.les con todos y c:.tdo.\ uno 
de los E.~tados con los que tiene proble­
mas deri vados de la sustracción interna­
ciollal de mellOres, y ~ i no seria mucho 
más cficaz y convcnicnle que, )'n que en 
su momento no hizo li SO de la posibili­
dad de adhesión, ahora, como miembro 
de la Conferencia. ratificase el Convenio 
de 1980. y solicitase su adhesión al Con­
ycnio de Luxemburgo. 

2. FUNDA. VIENTO y OBJE· 
TO DEL CONVENIO 

A. FinnJidnde~ perseguidas por la nor­
Illntiva convencional 

a. La fillalidad de refnnpr las rela· 
ciol/t .{ de cooperación elltre los Eslados 

6. La fi llal idad de reforzar las rela­
ciOllCS de cooperileión cn!rc los Estados. 
)':1 aparecc cOll tcmpl:lda en el Conve­
nio de Luxemburgo de 20 de mayo de 
I ~ISU. t:.1 PreambuJo del Lonvemo Iran­
co-marroquí de 10 de agoslo de 1981. 
también hace referencia al deseo de los 
Estados parles de reforzar entre sí las 
relaciones de cooperación judicial. para 
al\Cgumr 1:1 mejor protección de los me­
nores y de los acreedores de ali mentos: 
y también se hace referellcia a la nece­
sidad de establecer una cooperación 
¡nterestata! en el COll vcnio franco-argc­
lino de2 1 de agosto de 1988. En cuanto 
al Convenio hispano-marroqu í, de 30 de 
mayo de 1997. igualmente contempla la 
pretensión de ambos Estados de promo-



ver la coopemción internacional ell ma­
teria de suslmcción de menores. y :lsí, 
en su Preámbu lo. se manifiesta el deseo 
de ,{reforz:lr las relaciones entre ambos 
Estados. e011 la finaliili¡ú de asegurar una 
mejor protección de los menore~)<-. 

b. Úlfinalidad de asegurar la pro-­
tecciólI del imerés de/menor gara",i­
'lIllldo las relaciO/r es de éste CO/l sus dos 
progcllilOru, así COII/O ail'egllrando Srl 
re~'lilllci6n ¡//IlIelliata el! caso de des­
plazamiell;o o reterlcióll ilfcito.~ 

7. Cuando ti ene lugar la sustracción 
internacional de un menor, se conside­
ra, normalmente, que el i.lterés de éste 
res ide en el I'cstablec imicnlo de la si­
tuación que ha sido allerad¡¡. lo que im­
plica mantener la posibilidad de que 
ambos progenilOrts se relacionen con su 
hijo, pero Sin embargo. también hay que 
tener en cuenta que, en <l l gun !l~ ocasio­
nes, el Ucsplul.amicnto del menor, efec­
tivamente reslxmde al interés de éste, )' 
viene justificado por detemlinadas cir­
cunstancias objetivas, por lo que, la re­
gulación convenc ional de estos supue~ ­

tos, prevé algunas excepciones ,¡la obli­
gación de restit uir a los menores des­
plazados Q retenidos ilícitamenle, Por lo 
que se re fi ere a la regulación del de re­
cho de visi ta, también constituye una 
manirestac ión del interes de l menor que, 
en este caso, reside en que dicho mcnor 
disfwle de las relaciones familiares más 
completas posibles: en esle sentido, la 
normativa convencion"l hace prev"le­
cer la idea de que el derecho de visita es 
la contrapartida de la custodia)' que, por 
1ll:1l1n...$ccl.('~('irJOJ'lPC;¡a'lcl rlc JosJ'~~ 

gcnitorcs que ha sido privado de e-.cOlro 
derecho. Las distintas regulaciones con­
vencionales persiguen la fi nalidad de 
asegurar la protección del interés del 
menor garantizando las relac iones de 
éste con sus dos progen itores y asegu­
rando su resti tución inmediata en caso 
de desplaz:\mienlo o retenc ión ilícitos. 
En cuanto al Convenio hisp:mo· marro­
quf de 1997, la finllidad de asegurar la 
protección del interés del menor, se con­
templa en su Preámbulo, cuando hace 
referencia a que ambos Estados se ha­
llan convencidos «de que es convenien-

te, para los menores, que no sean des­
plazados ni rete ni dos ilegalmente. y 
m::mtener las relaciones armoniosas y 
regulares con sus padres». En todos los 
instrumentos intema( ionales que inten­
tan resolver el problema de In sustrac­
ción de menores. la guarda de éstos ha 

dejado de ser prcscntada como una pre­
rrogati va de los padres. pasando a con­
templ:m;e como un derecho del nijo. el 
derecho a conse rvar lns re laciones 
afectivas con sus dos progeni tores. 

B. Objetivos 

8. El Convenio bilateral hi spnuo­
marroquí de 1997, persigue tres objeti ­
\'os que aparecen contem plados en el 
prf. 1° de su art. 1, objetivos que no su­
ponen ninguna novedad en el ámbito de 
la regulación convencional de la sustme­
ción y resti tución internacionn l de me­
nores. puesto que su consecución y:l ha 

constitUIdo la fundamentación ellcndal 
de otros instrumentos internacionales. 
mullilateralcs y bil ale rales. como vere­
IlIOS seguidamente. 

a. Nl!fililucióJI dc los mCllores y garan­
tíu del i'jercicio del derecho de elmodia 

9. El 3pflrtado a) del ort. 1. prf. 11) 
de l CiJ ll\'Cll iiJ hispano- lIlurroqllf. e~ l lI ­

blc(.'C que ciJnstilu yc lino de lo .... objcti­
yoS perseguidos por dicho in.') tru lllcn to 
internacional. el «garantizar la devolu­
ciÓn de los menores desplazados o rcte­
nidos, i1eg:llmcnte . a uno de los Esta­
dos contratantes». Este obje livo ya se 
contempla en el art . 1 del Conven io de 
1·,I'..:.w.\"C'IClIt1.f'cIJ LklI-j ·,NyJIa .... ' pn\¡~­

brc los aspectos civi les de la SllSlrllCción 
internacional de menores. Sin emb.U"go. 
en el Convenio hispano-marroquf. se 
echa de menos una referencia explicIta 
al objetivo de respetar los derechos de 
custodia establecidos cn cualquiera de 
los Estados contratantes, referencia que 
sí se contiene en el Convenio de La 
¡-laya, puesto que el apanado b) del ano 
1, también establece como objetivo de 
la regulación convencional {, velar por­
que los derechos de cu~tudi;l y visita 
vigentes en un Estado contratan tc . se 
respeten en los demás Estados contra- 497 



,. P. Decroux considera quc la pro­
tCC C1(1I1 del dcrecho de gU3rrL1 o CU ~-

10013 y la resti tución de lUlo 1I1cnorcs 
retenidos o dcspla1;1do~, objetivos 
principales dcl Capílulo Jl 1. hocen 
del mismo el cllpirulo más impol1l1n­
le del COl1l1enio. cOI1 ~ li luyendo el 
principal mOlillO de 111 realización 
dd llCuerdo. al m CIlOS por parlc fran ­
cesa. (<< LII Convention fran co­
marocttim: ...... loc. el/.. p. 75). 

n F. Monégcr pone (le relieve que el 
objeto de elole Convenio es e.~lre lJlu­

(hum'me lirnuado. puc'<;[(J que IÍni­
c"unenle contempla 1:-1 guarda de los 
IlIC/lUn .. "":;)· ~u obl igado corolario, el 
dcrecho de visi[lI , ~iel\do su ¡¡nu!l­
dnd úllj lllu que 1!l.S madres france.~~~ 
pl.led:U\ v() lver 11 IICC a sus hijos des­
¡lln/,mio:; n t\r!!cl in. (,,1..:1 Conl'cntion 
relll[i\'e 1I 11X cnflln l<¡ issus de cOllp1cs 
mi,-.¡lc$ séparés Frunco-Atgénens dll 
21 jum 1988», )0Ilrn Dr 1m . 1989. 
p, 431. 
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lantes» . Porolm lado. cl Convcnio (rall­
co-marnx¡uí de 1981 , t¡unbién comem­
pla. en su :lrt. 19. el objetivo de garanti­
zar el libre ejercicio del derecho de guar­
da y custodia sobre el hijo menor. bajo 
la única condición de que dicho ejerci­
cio sea conforme con el inleres de éstel" . 

El Convcn io franco-argelino de 1988. 
igualmeme contempla, en c:l inciso pri­
mero de su anículo 8, la obligación de 
las partes contr.:tlnmes de garantizar el 
retomo efectivo del menor al territorio 
del que ha snlido con ocabión de la visi­
ta lransfroI1 teriza. 

b. RecQrwcimien/u y ejecl/ci6/1 de 
las reS(JlllciO ll e~' ell materia de el/j '/u­

dia)' ,,;si/a 

10. El segundo objetivo de la regu­
lación prevista en el Convenio hispano­
marroquí, es el de "hacer que se reco· 
nozcan y ejecuten lilS resoluciones ju­
diciales relativas a la custodia y al dere­
cho de visita, dictadas en el territorio 
tle uno de lo,~ Estados (.'On tnttantes. en 
el tcrritoriodcl Ol ro Est .. uJo» (:m. 1, prf. 
1°, apal1. b). Se trata de un objetivo nor­
mnl par¡¡ una regulación de este tipo, a 
cuya eonsccu<.:Íón se consngró el Con­
veni o de Luxemburgo de 1980 sobre 
reconocimiemo y ejecución de decisio­
nes en materi a de cuslOd ia de menores 
y restablec imiento de dicha custodia: 
igualmente constit uye uno de los obje­
tivos perseguidos por el Conveni o fran­
co-marroquíde 198 1 (an . 19). 

c. La garan/la del ejercicio del de­
recho de I'isila. 

11. J:: I arto 1, ptf. [adcl Convenio his­
pano-marroquí, también establece, en su 
apartado e). como objetivo de su noma­
tiva, la pretensión de "favorecer el libre 
ejerc icio del derecho de visila en el terri­
torio de ambos E.~tados». COl1l0 hemos 
mencion.'1do anteriOmle1lle, dicho obje­
ti vo también se con templa en el art. 1 
apalu do b) del Convenio de La Haya de 
1980. qlle se refiere a la obligación de 
los Estados panes de «\'elar porque los 
derechos de custodia y visita vigentes en 
uno de los Eslados contratantes se re5pe­
ten en los demás Estados contralante5»; 

esta referencia al (<respeto» al derecho de 
visita, tampoco estaría de más en el Con­
venio hispano-marroquí. que sólo men­
ciona la obligación de «favorecer» el ejer­
cicio de ese derecho. ya que es preciso 
no olvidar que una correcta organización 
de los derechos de vis ita puede eonstill1 ir 
una buella medida de pre,'ención de la 
sustr.-u,;c iÓn de menores. Por lo que se re .. 
fiere al Convenio franco-marroquí de 
1981 , su ano 19 también hace referencia 
a que ambos Estados deberán garantizarse 
recíprocamente el libre ejercicio del de­
recho de visita, )' en cuanto al Convenio 
fr¡mco-argelino de 1933. la s..'1lvaguarda 
del ejercic io del derecho de vis ita parece 
constitu ir su objeti\'o esencial17• 

C, Concepto de traslado ilícito 

a. LesióJI del derecho de cllstodia 

12. El arto 7 del Convenio hispano­
marroquí de [997, establece las condi ­
ciones que habr<"Í 1l de concu rrir para que 
el traslado de un menor «del territorio 
elcl Estado rC(luircnte al territorio del 
Estado requerido"', sea considerado ilí­
cito y. consecuentemente, dé lugar n la 
obligación de restitución inmedinta del 
menor. Así, el apartado a) del párrafo 
primero de dicho precepto, determina 
que será ilícito a(lud desplazamien to 
que «hubiere tenido lugar hac iendo caso 
omiso de una resolución judicial diCln­
da en juicio contradictorio y de carácler 
ejecutivo en territorio del Estado requi­
rente. y que en el momento de la pre­
sentación de la solici llld de devolución 
dellllc[lOr: 

- éste tuviem su rcsidcnci:\ habi tual 
en e[ territorio de dicho Estado: 

- el menOr y sus padres, en el mo­
mento del desplazamiento, tuvieran. 
unieamcnte, la nacionalidad del Estado 
requirente». 

Esta redacc ión puede dar lugar a al­
gunos problemas inlerprelati vos, pues· 
to que no deja suficientemente claro si 
para considerar il ícito el desplazamien­
to. es necesario que el menor tenga su 
residencia habitual en el Estado requi-

• 



rente en el mornclIlo en que se solicita 
su dcvolución, '1 además, que cuando 
se produjo el desplazamiento. tflnlO el 
menor como sus padres tuviesen. exclu­
sivamente. la naciollal itlm.l del Estado 
requirente. o por el contrario. basta con 
que se cumpla uno de los dos requisi­
tos. bien el de la resickncia habitual del 
menor en el Estado requirente. bien el 
de la nacionalidad excl u~ i \u. del Esta­
do rcquirente, dcl menor y de sus pa· 
dres. Asimismo. la redacción de este 
precepto puede llegar a restringir en 

exceso el ámbito de aplicación del Con­
ven io, ya que del lenor literal de este 
flparlauo n} del prf. 1 dcl ill1. 7. se des­
prende que para que el traslado sea ilí· 
cilo es preciso que se haya dictado una 
resolución judicial de carácter ejecuti· 
va, por lo lanto. no tendrán cabida en 
este concepto de traslado ilícito aque­
llos supuestos cn los que el desplaza­
miento del menor tiene lugar antes de 
que se dicte resolución alguna sobre su 
custodia, aunque posterionnente l\.'Caiga 
dicha resolución. 

Igualmente restringe el concepto de 
traslado ilícito el requisit o de que el 
1I1el1or tenga su rc:;idencia habilual en 
el territorio del Estado requirente en el 
momento de presentar la solicaud de 
devolución: parece mucho más acepta­
ble la redacción de Olros convenios que 
exigen que el menor tenga su residen­
cia habilllal en cl E51:1(lo requirente en 
el momento inmediatamente anlerior al 
desplazamiento. Con la norma COIllCIl)­

piada por el Convenio hispano-marro­
quí. podemos encontramos con el si­
guientc problema: un menor, cuya cus-

ñola, junto a la cual reside en nuestro 
país. es desplazado por su padre marro­
quí a Marruecos. en cuya sociedad se 
integra c1 menor, estableciendo allí su 
nueva residencia habitual. puesto que la 
madre no entabla el proceso para obte­
ner la resti tución de su hijo hasta que 
comprueba que todos los inlentos de 
Arreglo omistoso re.~u ltnn inúti les; ante 
tal situación, cuando la madre interpo­
ne la solicitud de devolución. la rc.~ id en ­

cia habitual del hijo ya no es la del Es­
tado requirente (España), sino la del 

Estado requerido (Marruecos), )' por lo 
tanto. el traslado ya no tendrá la consi­
deración de ilícito según el Con\ enio. 

En cuanto al requisito dc qlH! el llle­
nor y sus p:!.drcs tengan. en el momcnto 
del de~plal.'Uniento . e:\dusi\aml'nte In 
nacionalidad del Estado requ irente, tam­
bién conducirá a una escusa aplicac ión 
de eSle Con\enio, puesto que ser:"Í Ire­
cuen!e la siguiente situación : el hijo ele 
padre marroquí y madre esp:tñolil, ten­
drá la doble nacionalidad. y además. el 
padre mantiene su nocioll alidad l11arro­
(luí y la madre su nac ionalidad c:-.pnño­
la, por lo lanto, ~i e>\e Plldrc rnamlCluí 
coge a su hijo y se lo lleva a Marrucco~ 

contraviniendo la decisión de los tribu­
nales españolc~ que atribuyó la custo­
dia :tl:\ madre. ese dc:-.plazamiento tam­
poco será ilícito desde el punto de vbla 
del Convenio. ptll:sto que cuando tu vo 
lugar. ni el menor ni MI), pad~ ten ían 
exclusivamente la nacionalid:ld dd Es­
tado requirente, es decir. la nacionali­
dad española, 

El al1. 1 del Convenio de Luxcmbur­
gode 1930. sobre reconocimiento y eje ­
cución de decisiones en materia de cus­
todia de II1cnorc~ y restablec imiento de 
dicha custodia. t: tlllbi én c),t¡¡blcce un 
concepto de trasl ado ilíci to tornando 
como base la infracción de un derecho 
de custodia , y en sentido parecido se­
man ifiesta el ano 3 de l Convenio de La 
Haya de 1980 sobre los aspectos civi lc:-. 
de la susln\ceión inh:rtmcional de me­
nore~. El derecho de cll~todi a a~ í COI1 -

templado. puede tener su origen en di­
~ersas fuentes, algunas de las cuales, si n 
p' u .. U)'vu ........... " ..... "'uI IU ..... , .. ¡,." .......... " 
mencionadas en el últ imo inciso del :trI. 
3 de este Convenio. la primera de l a~ 

c!Jales es la ley. cuando dice que el de­
rechodecustodia .(puede resultar de una 
atribución de pleno derecho • . y de fo r­
masemejante pu ede entenderse el apar­
tado b) del prf. I del arL 7 del Convenio 
hispano·marroquí, cuando dice que el 
desplaz:unicnto de un menor se consi­
derará ilícito si se produce en (v iola­
ción de un derecho de custodia atribu i­
do, exclusivamente, al padre o D. la ma­
dre por el Derecho del E::.hldo del que 499 



" Anfcll los 1011· 109 de. la AI()/¡ · 

dü{JU/rntr . 

I~EI dcurttndlln tc únrc:uncn ll! h:l de 
prcsenltlr Un:l cvidencin de qUl" (cal· 
mente se hallaba en el ejercicIo del 
dr.."<.~hCl de cuslodia. pues. COIIIOI:5-

llIblec(' ti ¡¡partado cJ dcl 31'1 8, en 
la Ocrnn nd~ b."\~I~ con inoJiCllr "los 
mOlivos en lo~ (1 1.IC se Im.~ !l el denmn­
dame para recl:.mar el regreso del 
¡l1Cnor.; ~i ll cmbnr1,'o. aqu~l (lile se 
opone al relCímO del menor, ha de 
dcmo~l rar 4uc cl l ilulllr del derecho 
de cll.\tod ill !lO lo ejercf(l efectiva­
mente ( Ilrt. 13). 
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fuera nacional ». El derecho de custodia 
cuya lesión conteOlpl .. eSle CO!l\'eniode 
L.1 Hayn para considerar ilícito un des­
plaznmie nto, lambién Puede emanar de 
una decisión judicial o adminislrativa. 
entendiéndose queen est'lexpresión tie­
nen cabida. tanto I .. s decisiones de los 
tribunales del Estado de la residencia 
habitual de l menor cOIno las de los tri­
bunales de un te rcer Estado; en esle ül­
timo supueslo. el Convenio no exige que 
esa decisión de los tribunales de un te·r­
cer Estado haya sido reconocida formal­
mente, es suficicntc COn que sea admi­
ticla como conforme al Derecho del Es­
tado de In residencia habitual del me· 
nor, t:11 y como establece el arto 14. En 
el Convenio hispano-marroquí. sin em· 
ba rgo , únicamente se considerar<ín 
ilíc itos los desplazamientos de menores 
que hayan tenido lugar en contravención 
de una sentcncia sobre la custodia dic­
tada CI1 el Estado rcquircnle; si la reso­
lución judicial fue dictada en UII lereer 
Estado, pese a que haya sido rcoonoci­
da formalmente en el Estado requiren· 
te, no puede deducirse. de la redacción 
convenc ional. quc su contravención 
también pucda dllr lugar a un supuesto 
de trasl ado ¡HciIO. 

13. El segundo supuesto en que se 
considera que el desplazamiento es ilí­
cilo. desde e l pumo de vista del Conve­
nio hispano-marroquí, aparece contem­
plado en el apartado b) del prf. 1 de su 
arto 7, según el cunl , scrá ilfcito el tras­
lado del menor si «se hubiera produci­
do la violación de un derecho de custo­
dia ¡¡lribuillo, exclusivamente, al padre 
1) n la madre por el Derecho del Eslado 
LIPJ ~U\i' fJ.lJ'!~ .n."Ir.ln\\f'¡t ... • .Al'J.tl\ll' .. .'l..~,mu' 

atribución ex tege semejante a la pre­
vista por el Convenio de La 1·Ia.ya en el 
tíl timo illCi so de su arto 3. que puede dar 
lugar a la situación siguiente: supongn­
mas que el padre marroquí, previendo 
que una decisión dc los Iribunalesespa­
ñoles le prive de 1,. custodia sobre su 
hijo, se lo lleva CQn él a Marruecos. an­
tes de que recaiga tal decisión: allí, el 
Derecho islámico es lablece que sólo el 
padre ostenta la patria pOlcstad sobre los 
hijos, aunque a In madre corresponde la 
!!(Idalla, es dec ir. la guarda de los hijos, 

bajo la supervisión paterna, y siempre 
que se comprometa a educarlos en la fe 
islámical8 ; ante tal situación. de atribtl­
ción ex /t:ge de la patria pOlestad al pa­
dru y de la /¡adOlUl a la madre, única­
mente si ésta se aviene a acatar la legis­
lación islámica. sería posibl e un acuer· 
do, pues de nada serviría que el proce­
dimiento que quedó entablado en Espa· 
ña concluyese con la adopción de una 
resolución en la que la custodia del hijo 
se atribuyese exclusivamente a la ma­
dre, ya que si ésta se desplaza a Ma­
rruecos y se trae consigo a su hijo de 
vuelta a España, ese desplazamiento 
será ilicito. puesto que contravendrá la 
atribución ex lege realizada por la le­
gislación marroquí. 

14. Otro supuesto de desplazamien· 
to ilícito contemplado por el Convenio 
hispano-marroquí, se producir:í cuando 
dicho desplazamiento ,dnfrinja un 
acuerdo concertado entre las partes im­
plicadas, refrendado por una autoridad 
judicial de uno de los Estados cont ra­
tantes» (art. 7, prf. 1, ap.1flado e). En el 
Convenio de La Haya de 1980, también 
se hace referencia a la atribución del 
derecho de custodia sobre la base de un 
acuerdo conce rtado entre las panes. 
puesto que la última fuente de lal dere· 
cho mencionada en el arl. 3 de dicho 
Convenio, es la ex istenci n ,<de un acuer­
do en vigor segün el Derecho de ese 
EstadolJ. En el Convenio hispano-ma­
rroqu í. sin emb~rgo . no se exige que el 
acuerdo que :Itribuya la custodia del 
menor sea confo rme al Derecho de al­
guno de los dos Estados, si no que se 
requiere que dicho acuerdo sea refren­

..dlul1of'\."l-,lr.nnl..n1ul,u'Juuli. l\u' l.Il; I.IUU ut; 

los Estados contratantes. 

15. Para que el traslado del menor 
sea considerado ilkito, el Convenio de 
La Haya de 1980 exige que el derecho 
de custodia se ejerza «de forma efecti­
va, separada o conjuntamenle, en el 
momenlo del lraslado o de la retención» 
(an. 3, apartado b)'9; el Convenio his­
pano-marroquf. no hace referencia al­
gun¡¡ a la neces idad de que el derecho 
de custodia, lesionado por el traslado, 
se eSlUviera ejerciendocfectivameme en 



el momento del desp lazamiemo del 
menor. 

b. La 110 restiJllciólI del mellor una 
re" concluido el periodo de ejercido del 
derecho de ~'isiJa 

16. El Com'cllio de Luxemburgo de 
1980, también cunsidera como un su­
puesto de desplazamiento ilíci to, «e l 
hecho de que un menor no regrese a tra­
vés de una fron tern internaciona l. al ti­
nali7.ar el período de ejercicio de un de­
rc<.:ho dc visi ta relati vu a dicho menor. 
o al ténnino de cualquier otra es tanc i ~ 
de carácter tempornl en terri torio dis­
tinlode aque l en el que se ejer7.a la cu ~­

todia )!> (1ll1. I.dj); Y el Convenio de La 
Haya de 1980. al hablar dc desplaza­
mientos ilícilOS, hat:c referencia tanto al 
traslado como a la re tención de los me­
nores (an. 3). En cuanto al Convenio 
franco-argeli no de 1988. relativo a los 
hijos nacidos de parejas mixtas sep,'ua­
das franco-:lrgclinas, también cunlem­
pla la ilicitud de 1:\ retención de un me­
nor en un Estado disti nto de aquel en 
que se ejerza su custodia (arl. 8). En el 
Convenio hispano-mafToqui igu:llrnen­
te se contempla el supue$to de la reten­
ción ilícita del nh.:nor, alL nqlle no se es­
pecifica su concepto de una fonna cla­
ra; el ano I de este instrumento interna­
cional eSI:¡blece que se rá uno de sus 
objetivos I<gar:l!ltiz..'\r la devolución de 
los mellO res de~plnzados o retenidos ile­
galmente. ,1 \1110 de los Estados contra­
tanteSII, y asimismo, el título del COn­
venio !mee re ferenci:\ a la «devolución 
de menores,}. No obstante, no hubiese 
e~ l ado de más una referencia explfdla 
al supue.~ to del no retomo del menor si 
su desplazamiento, lícito en el momen­
to en que se produjo, se C0I1 \'iC11e en UlIll 

retención ilíci ta cuando, ulla vez eOIl­
c1uido el período de ejercicio dd dere­
cho de visita. el menor no regresa alIado 
del progenitor n qu ien corresponde el 
ejercicio de su cu."toc:! ia. 

c. Ellraslmlo declarad() ilícito pos­
teriormente a m relllizuci61l 

17. Hay que tener en cuenta que. en 
un gran número de casos. el desplaza-

miento del menor se produce incluso 
antes de que haya recaído una decisión 
sobre su custodia o. aunque haya recaído 
dic!m dedsión. la rápid3 actuac ión del 
progenilOr perjudicmlo por ella. ha im­
pedido el ejercicio efectivo del derecho 
de custodia; por ello. el Convenio de 
Luxemburgo de 1980, establece que 
también se considerará il fclto 'l<e l tras­
lado que ulteriormente se: declare ilíci to 
en el sentidO del art. 12 ~ (art. l .d,ii) . El 
Convenio de La Haya de 1980. también 
contempl ~ este supuesto del traslado 
declarado ilfci to a posteriori, puesto que 
delemlina que e l tflisl adú o la retención 
de un menor se t.'Ollsidcrarán i líci to~. si 
el derecho de custodia infringido se. hu­
biese ejercido efectivamente .<de no ha­
berse producidO ames dic ho tras lado o 
relención» (rul . 3,b ). No hnbrfa estado 
de mis introducir en el Convenio his­
pano-marroquí una dispo~ ici6n semc­
jante. puesto que su ausencia puede dar 
lugar a supuestos en los que el padre 
marroquí. sabiendo que se halla pen­
diente en E...:paña un proceso por el que 
puede ser privado de b custodi u sobre 
su hijo, se neva a éste a MOIrruecos. y 
aunque más tarde recayese la resolución 
judicial que declarase il ícito ese Ira~ l a ­

do. ya no podría acudirsc al mecanismo 
convenc ional para conseguir el retorno 
del mellor, pues. desde e l punto de vista 
de este instrum ento internacional , no 
constituirÍ<l un traslado ilícito. 

3. ÁMBITO DE APLICA­
CiÓN DEL CONVENiO 

A. Ámbito personal de :lplicación 

a. La edad del metlf)r 

18. El arto 2 del Conveni o hi spano­
m.moquí de 1997. detcnnina la aplica­
ción de la regulación por él prevista «a 
todo menor de di ec isé is años no em:m­
ci pado ... »; la edad de dieciséis anos 
como límite al ámbito persona l de apl i­
ención, también sc contempla en el art o 
4 del Convenio de Luxemburgo de 1980. 
y de forma semejante se man ifiesta el 
ano 4del Convenio de La Haya de 1980. 
El Convenio franco-argelino de 1988, 501 



1> La IL-e luro de: llÍlII!o y del pre1m­
bl.Jlo del CunvenlU franco-argchno. 
no pc:nmle afir mar que l o~ hIjos 
ex tr:un.'I\!'imunudl:~ queden cxclui­
t11)~ de: Sil timhi lo de a.p licación. 
pue~to que In cxpresión « parcJ:! 
nuxla» no 'le refi ere uclusivruncn­
le!l lru. 1).1rcjus cas~Ia.s~ Sin cmbar­
go. dUl':ln lc la tramilación del tcXIO. 
~e afirm6 cI:twrncnte que só lo ~e 
a¡lllcarla 1I 1m hijos nlnlrimoninlcs. 
y ouem:b. la Jcctur:l de lO! an~ . 5 y 
€l. en los que fi guron la~ exl'l'\!~IO­
l~ '<domicIlio conyugal ;llo y "eón­
yug(!.~ separodos . , no pennit~1l al­
bergUl t1udll algun:! al rcslx:elo. 1_1 
cxclu~il\n de los hijo) CXt11l1l1O­
I ri ll lunin l c ~ ~c cxplica en mención a 
111 trad ición i~I ~1l1ica que igllom 111 
rcl:l("i6n pUlcmofiliul que se produ­
cc fuera del m:lI rimolllO. ¡gu;¡lm~n­

le. I.unbiéu en alención al Derecho 
1\11Inllcn. el Convenio t.'lmpoco se 
uphe!l a los hijos atlopl i vo~, pUSIO 
que la in~liluel6n adop'i\"u no se re­
cOlloce 1.' 11 oídla l egi ~!acI6n . (F. 
Monéger, ,, 1_1 Con\ cmioll relali\ ;: 
:IlIX el1 fnn t~ ... ". !IX. "';1 .. pp. 444 5 ). 

11 Dice t'. MonéJ;cr que el Convenio 
no menciona el preocupante lemadc 
los imJivlduos con doble nacionah­
IL1d, lo quc d:l lug:u- 3. que se ¡,Ianl(''\: 
el 1:>I'oolc:mu de SI han de eon ~ldc­

rnr.IC .. p.,reja~ miXTas ... en el senti ­
d,,<ld CUlln:mo. aquellas en las qlle 
los dos c6nyn ges 500 a la vez fran ­
ceses y u.l'gdi nl.'S. u :!qucllas otras 
~n l a~ t¡ue uno de los cón)'uges t:s 
e ~e lu!, iv a Hlc nl C fnuM.:és u argel ino 
micl\lnls que d OltO cónyuge tiene 
ambas naciol1uliumlcs. Si lu que se 
pretende es que el Con"'en io se apli­
' 11,11: nl ln.1)or lIumero Uc supuestus. 
In respuesta ha!k ~er posi livn. pusto 
(Iue 1.1 fón llu!a cmpleada tiene hl SU­
ficielltc ~mpl llud p:lr.l inc luir :l los 
inlli\'iduos oon doble nat:ionaliWIlI. 
( .. La COIl \'cntlon re l:ll l\'e a!lX en­
fnn ~ .. ') . lUí'. ('11 .. p.471. 
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no precisa la edad de los menores al05 
que ser6. ap licable. sino que únicamen­
te hace referencia a los «menores», lo 
cll al no deja de: pla lllear problemas, 
puesto que la mayoría ele edad no se nl­
canza con los mismos años en Fruncia 
y en Arge lia; para c" ilar este tipo de 
di ficulmdes. el Convenio hispanQ--ma­
rroquí ha optado. al igual que los Con­
venios mu lt ilatera les cilados. por esta­
blecer el lími te dc Sil aplicación en los 
dieci séis años del individuo que puetle 
ser objeto de un desplazamicnto ilícito. 

19. Un segundo lrrnilcal:llllbito per­
SOllal de aplicación del Conven io his· 
pIlilo-marroquí, " iene determinado por 
la ex igencia de que los menores. ade­
más de tener menos de dieciséis años. 
no hayan sido emancipados, l}ue.~ IO que 
el cstatus jurídico de la elmmeipaeión 
les atribuirá el derecho de elegir su re­
sidencia ; el Com'enio de u\ Haya no 
excluye eXprCSfllTlelltc de su ámbito de 
aplicilc ión a los menores de dieciséis 
mios que hayan obtenido el derecho a 
fijar su reside nci a, siendo neccsarioaeu­
dir a su art. 13.2. que pcrmilc (Iue las 
auloridades judiciales o administrativas 
te ngan en cuenta la opinión del menor 
sobre ~u retorno, siempre que éste ten­
ga la edad yel grado de madurez sufi ­
cil!nte. La mención de la emancipación 
contenida en el Convenio hispano-ma­
rroquí. quiz6. pueda dar lugar a algún 
problema interpretativo. puesto que las 
condicio nes de dicho estalUS no son 
idénl icas en Marruecos y en España; tal 
vez hubiera sido mejor hacer referen­
cia, como en el Convenio de La Haya, a 
la necesidad de preslar atenc ión a la 
opm lo n de un menor que, ti pesar de no 
h:\be r cumplido los d iec i ~é i s mios, de­
muestre haber alcan í'.ado el grado de 
madurez suficien te para tomar una de­
cis iÓn acerca de su residencia. 

h. La jiliadún del mellor 

20. El Convenio hispano-marroquí 
no restringe su aplicación a los hijos 
habidos de una unión matrimon ial, 
como ocurre con el Convenio fn\Jico­
argeli no de 1988:!t), sin cmbmgo. puede 
que en la práctica . el ámbilo de aplica· 

ción de eSle instrumento intemacional 
no sea tan anlplio como en principio se 
pretende, pueslo que hay que tener en 
cuenta que el Derecho islómi co no ad­
mite la ri liución nI margen del matrimo­
nio . por 10 'lile difícilmente los tribuna­
les m:uToquíes van a reconocer uníl de­
cisión judicial de los tribunales españo­
les en la que, en función de la fi liación 
eXlrnmalrimonial de un hijo habido de 
una parcjll de hecho hisp;mo-marroquf, 
se atribuya a uno de los progenitores un 
derecho de visita y al otro la custodia 
del menor; y algo parecido va a ocu rrir 
con la fil iación adopti va. ya que el De­
recho i~ l á111ico no accpt<l t<ll institución , 
pero, no oo¡,:tante. será bastante difícil 
que una pareja hisp;lIlo-marroquí, lleve 
a cabo una adopción, puesto que para el 
cónyuge musulmán supondría la contn¡­
vención de los principios religiosos es­
tablecidos por El Corán. 

C. La IwciO/wlidlJ/1 del llleltor 

21. Otra re.~ l ri cciÓn quc. respecto de 
su ámbito pcrsonal de aplicación. esta­
blece el Convenio hispano-marroquí, es 
qlle el menor de que se trme denga la 
nacionalidad de uno de los dos Estados» 
(an. 2). El Convenio de Luxemburgo de 
1980 no alarga relevancia alguna a la 
cueslión de la nacionalid;¡d. al conside­
rar COIIIO menor, y por 10 tanto. inclu ir­
lo en ~u {¡mbito de aplicación, a toda 
persona cuya edad sea inferior a dieci­
séis años «cualquiera que sea su nacio· 
nalidad ... >< (art.l); en cuanlo al Conve­
nio de La Haya, a!"l:mdon;¡ el criterio de 
la nacionalidad, para determinar su 
aplicabilidad en función de la residen­
cia habitual del menaren un Estado con­
tratanle en el momento inmediatamente 
anterior al desplazamiento (art. 4). El 
Convenio franco-argelino de 1988. por 
su parte, si determinu su aplicabilidad 
atendiendo al CrilCrio de la nacionali­
dad, lX:ro. en su caso. no de los hijos. si 
no de los padres, puesto que su ámbito 
de aplicación personal se limita a los 
hijos habidos de parejas mixtas franco­
argelinas, lo que hu planleado algunos 
problemas interprClalivos en lo referente 
a los supuestus de doble nacionalidad 
de los cúnyuges11. 



d. /i"1 re.~poltmble del despla'lAmielllo 

22. El Convenio h.isp.·mo-malToquí no 
hace rcfcrenci¡! a la cuestión de si ~u nor­
mativa será aplicable exc1u~ i vamente 

cuando el respons."1ble del ~plazal1lient o 

del menor sen UIlO de HIS progenitores. o 
si por el cOIlImrio. también será aplica­
blccu:muo dicha reslxlIlsabi lidad l1.."eaiga 
sobre otro pnriente, C0l110 por ejempl o, 
el abuelo del menor. Esta cuestión no 
carece de il11j){)l1ancia. puesto que si se 
realiz."1 lL nfl interpretación demasindo res­
tri ngid:!, considerando aplicable el Con­
venio únicamente cuando el uC!iplaza­
miento se haya producido por iniciativa 
de alguno de los progenitores, la nomJa­
(i va ell él contenida no será aplicable en 
det c nll i nado~ su puestosll. 

ll. Ám bito material de apli cación 

23. El Convenio hisprlOo-marroqui 
de 199 7, se refiere exclusivamente a 
cuestiones relacionadas con el despla­
zamiento ilicito y los derecllOs de cus­
todia)' visi ta relati vos a lo ~ hijos meno­
res. pero, e~te i n~trumento internacio­
na l. no determina el contenido de tales 
derechos, a diferencia del art . 5 del Con­
venio de La Haya de 1980. 

c. ..\mbito espacial de aplicaci6n 

24. GI ámbito espacial de aplicación 
del Convenio hispano--mttrroqui, de 1997, 
se li mita al territorio de los dos Esladoo 
cOlllmtantcs, es decir, Marruecos y Es­
parla: pues. tal y oomo establece su art. l 
y su íIrt_ 7, serán objeto de su regulación 
los desplazamientos y retenciones ilícitos 
que se realicen entre arnoos Estados, así 
como el reconocimiento )' ejecución de 
resoluc iones judiciales CII cualquiera de 
los dos E~ t ados. que h:lyan sido dictadas 
en el otro. e igualmente, el derecho de 
visita. siempre y cuandosu ejerócio haya 
de realizarse en el territorio de alguno de 
los dos Estados. Paltiendo de estas dis­
lXlsieiones, nos cncontramos con que la 
normativa convencional no v:\ ha poder 
ser aplicada a algunos supuestos que po-­
drían resultar problcmáticos: así. por 
ejemplo, si el p."1dre marroquí pretende 
ejercer su derecho de vis iL."'! en un terccr 

Estado dónde ticne :.:u resi dencia, o in­
cluso. cuando una vez trasladado el me­
llar a Mamlccos. par.1. que su padre ejer­
za el derco.:ho de visita. éste se lo 11("\'.1 a 
un tercer Estado. no permilIendo que el 
menorregrcse a España unn vei.collc lui­
do el período de ejercicio de su dcreo.::ho. 

D. Amhito tem poral de :lfJlic:.u:i6n 

25. El prf. 1" del ar1. 2 1 del Comcnio 
hispano-marroqu í e!>tablcce que ... Ias djs~ 
posicione.s relativas a la devolución inmc~ 

di<lt:l,sólo se aplicamn a losdcsplazamicn­
tosilega!cS ocurrido.'>después de l acntra~ 

da en vigor del prc~ellte COII\·cruo,:.: no 
obStante, el prf. 2"deJ citado artículopre~ 
vé una vía de solución para los desplnza~ 
mientos y retenc iones ilic itos acaec idos 
con antcrjoridad a la en trad.l en vigor de 
es t<.: instrumento in lernnl:ionnl : ~ I oscaso::: 

anteriores semn objeto de conecnaci6n. 
en el marco de la Comisión con~ult i \"u en 
materia civil a que se refiere el art_ 5 del 
presente Convenio». L1.rcdacción de este 
precepto. :.1 limitar la irretroactividnd dcl 
COllvenio a lnsdisposiciones sobre devo­
lución inmedi ata de los menores. penni te 
f1p1icarl~ nom,ativ:1 cOl lvcncional. de for­
m~ retroactiva. :1 Q!TO;:¡ supues tos. 0.::01110 
por ejemplo, para racilitar el ejercicio de 
un derecho de vi s ita ql\e hn sido estableci~ 
do con anterioridad n la fecha de entrada 
en vigor del COllvenio, o para so licitar el 
reconocimiento y ejecución de ulla reso­
lución reliltiva a la cUSlodia dc un /Ilenur. 
dictada tmnbiéll all tes de que entrase en 
vigor el Con\Ienio. 

4. COOPERACiÓN INTER­
NACIONAL Y MECANIS­
MOS PAR<\. FACILITAR EL 
FUNCIONAMIENTO DEL 
CONVENIO 

A.. Designación de las Au toridades 
Centrales y funcionamiento de las 
mismas 

a. LA designación de las A utorida· 
des Cemrales 

26. Al igual que Olro:'> convenios in-

Supongamos que el p."\rlre rmm'>­
quf 1Il1JCI'C, y de aeu~rdo nm t~ le­
gi ~ t.1ción ~p~ñota. 1:1 m:1r1n' esp.' ­
il.olll plbll :1 ejercer cn soh\.lno 111 
p.llrin pot~l"d ~obre 5U hijlllllcnor: 
, in ClIll-argU. L"U1l1O ya hCIIlOl. IUCII ­

clOnmlo. e-J Ck..,-ccoo i ,t~lllico no ~d-
111111.: e'ill. mnboclón tic 1:i l"ltrlU (Xl--

1 .. ~lad a Il!gl!, puesto qu~ ~u~ reglns 
pccsL"JlIx·n que Ullle:lIllCnlC el padre 
p~e ejel'l:t"f In p.1lnn pote:,md 'ú' 

brc ~us hiJos, por lo (I~C_ nmparjn­
J,:, ("n lat n.·gulocI6n. los parielll<!S 
m:moqufc.\ del mcnor -porcJcmplo. 
cI abuclo o un do t)'llcrno-. dL"Gideu 
IIc\arsclo ;'l Mamll."co~. d6nde cjcr­
('("mnla IUlcla ~ohre ~ IIItmúf: ,j:.c 
eon'ildcm ~phcl1hled Com·cnio lim­
c,mlente clull1do ell'e5pon~able del 
dc~ptamllllClll o C~ UIlO de las tlfO-o 
¡;e/lilore~ dellllClIllI". tll IlI.:lUre t"SP"­
ñflla qUL-.:L'l If't31lllcnle ~pn:llcgllin, 

pU~IO que no podríü acudir ti la 1I0r­
mnti va com <':IK'IOIIOI p.'lr:J solicitar la 
rcqjluerón del menor. y ~j 110 quicre 

5epar:¡r;;c de ~u hiJO. unleamcnte le 
quedn ta posibd id:lrl d~ soliÓlur en 
~larTlJecos qUl: le sea Olorgada ta 
hadalltr o ~lI:Jod i a sobre 'u hijo. que 
~(~o ¡xxlrlqcn'Cf b.uo \'Igll:lIlCl~ det 
tutor y ~iemrrl" ,¡lIe <:c comprometa 
a educado en tu fe IsL'inm;u, 
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IcmnciOll ulcs cuyo objetivo es resolver 
los probl emas deri \'ados de la sustrac­
ci ón inlcrnacioJl al de menures, el Con­
venio hispano- rnarroqui de 1997, acu­
de nI mecanismo de laS Amoridndes 
Ce ntrales como sislema idóneo pam el 
desarro llo de una función de coopera­
ción internacional, y asf. su ano 3, prf. 
]", establ ece que «se desig na a los Mi­
nisterios de Juslic in de nrnbos Estados 
como las Autoridades Ccntra le.~ encar­
gadas de satisfacer las obligaciones pre­
vislas por el presente Convenio». El 
Convenio de Luxcmburgodc 1980, tam­
bién ndopta este sistema de cooperación 
CI1 su arl. 2. prf. l . 'i en el mismo senti­
do se mall i fies l~L el :In . 6, prf. 1" del 
Convenio de Ll Haya de 1980. A dife­
rencia de estos dos Convenios multila­
tera les. en el COIl\'cni o hi!Opano-marro· 
quí !Oc cO llcretfiquién será des ignado, en 
euda Estado, como Autoridad Cemrol: 
el Mi nisterio de Justicia. Esta concreta 
des ignación de la Autoridad Ccntril l. 
también aparece en el arL 16, prf. I del 
Conve nio franco- marroqu í de 1981, y 
en un sentido muy silllil ar, se manifi es­
la el Convenio franclJ-argclino de 1988, 
en su art iculo primero. 

b. Las f lUlciones de las .4Ulorida­
des Ce"trales 

27. De la regulación prevista en el 
Convenio hispano-marroqui, puede de· 
ducirse la existencia de tres funciones 
princi pales que han de desempeñar las 
Au toridades Centrales: 

l It F/llló6n de cooperación o asü­
. tt;W'';{(J.!!I{!{lt(r 

El prf. 1° del ano 3 del Convenio his­
pano-marroquí, establece la obligación de 
que las Au toridades Centrales se comu­
niq uen directamente entre sí. Con una 
redacción prácticamente idéntica. el Con­
venio franco-marroquí de 1981. también 
establece dicha obligación (art. 16. 1m. 
1). Y su rul. 17 corrobora la existenci¡1 de 
lal función. Enel urt. I del Convenio fran­
co-arge li no de 1988, también secontem· 
pla la obligación de comunicación direc­
la entre las Autoridades Centrales de am· 
bos Estados. En el Convenio de Luxem-

burgo de 1980, no se menciona expresa­
mente la obligación de que las Autorida­
des Centrales mantengan una comunica­
ción directa, pero ello se deduce de locs­
tablccido en su arto 31m. \", y en el mis­
mo sentido se manifiCSlolcl ano 7 del Con­
venio de La Haya 1980. 

2Q Función dr promoció/l de la cola­
boración de las al¡/oridades de .ms re.~­

pecril'os E.{tado.~: 

El prf. IDdel arto 3 del COllvenio his­
pano-maITO<luí. además de establecer la 
obligación de comunicación directa para 
l:¡s Autoridades Centrales, conti núa di­
ciendo que dichas Autorici.'ldes «recu­
mnm. en su caso, a sus autoricL'ldcs com­
petentes»; es decir, en caso de que por 
sí mismas las Autoridades Centrales no 
puedHn resolver las cuestiones que se les 
planteen. están facu ltadas para solicitar 
la colaboración de las autoridades com­
petentes de sus respecti\'os E.~tac.kJs. Con 
una redacción semejante, el art o 16. prf. 
lU del Convenio [rl\tJco-m'¡IToquí, tam­
bi en contempla la posibil idad de que las 
Au toridades Centrales acudan, si es pre­
ciso. a sus respectivas autoridru:les com­
petentes. Esta func ión de promoción de 
la cooperación, aparece nuís clanuncn­
te contemplarla en el Convenio de 
Luxemburgo d..:: 1980 (¡¡rt. 3, prf. l°), Y 
asimi smo, el arto 7 del Convenio de La 
Haya de 1980, también hace referencia 
a esta cuestIón. El art. I del Convenio 
franco-argelino de 1988, siguiendo las 
pautas marcada~ por cslOS Convenios 
mu lt ilaterales, pone de manifiesto que 
lns Autoridades Centrales secomprome­
.l<V.~ p.(9.rnJl.~<\· .<P .n"l<lli1;t. ,ll(9.\<j: • 
ción de menores. la cooperación de las 
aUloridades competentes. 

3U FunciJn de recepció,¡ de IWi sali­
ci /mles de devolución (le los menores 
desplazados o refenidos ilegalmcllle: 

El arto 4, prf. IOde l Convenio hispa­
no-marroquí, establece que dichas soli­
citudes de devolución. «se dirigirán a la 
Autoridad Cent rol del Estado dc residen­
cia habitual del menor anterior a su des­
pla7.amiell!O o no devolución», debien­
do. dicha Autoridad Central, remitir ... Ias 



solicitudes II la Autorida.d Central del 
otro Estado». No aparecen disposicio­
nes semejantes en los demlÍs i n~trumen~ 

tos internacionales a los que venimos 
haciendo referencia. sin embargo, en un 
sentido si mil,rr podría interpretarse [o 
dispuesto en el arto 4. prf. lO del Com'e­
nio de Luxemburgo de 1980. de cuyo 
tenor se desprende que también según 
este instru mcmo internacional. las Au­
toridades CentmJcs desempeñan la fu n­
ciÓn de recibirlas solicitudes de las pBr­
tes implicadas en un supue.~ t o de t rusl a~ 

do ilícito de menores. 

c. Medidas qr¡e Irall de /U/optar las 
Alllnridadel' Cellfrtllel' el! el ejercicio 
de SI1S f"lIciolle~ 

28. Para lIevar:\ cabo el desarrollo de 
los objetivos convencionales y el efecti­
vo ejercicio de las funciones que le son 
enoomenda.das. las Autoridades Centm· 
les han de adoptar o hacer (Iue M: adop· 
ten. una serie de mL-didas que aparecen 
recogidas en todos los Convenios inter· 
nacionales. a que venimos haciendo re­
ferencia, y que se refieren a esta materia: 
así ocurre en el ano 3, plf. 2° del Con~e­

nio de Luxemburgo de 1980. y el Con­
ven io dc La Haya de 1980 también esta­
blt.'te esta obligación en su arto 7, plf. 2°. 
L1 adopción de medid:l5 JXlr p..1rIe de las 
Autoridades Centrales o bien, por parte 
de un intennedinrio, también se contem­
pla en el arto 20, plf. 2° del COllvcl1io fran­
co-marroquí de 198 1, ¡¡sí t.:OJllO en el arto 
2 del Con\"enio franco-arge lino de 1988, 
si bien, en este último, se precisa que la 
adopción de medid.1S vendrá deternlina­
da JXlr la petición de la Autorid .. u:I Cen­
tral del otro Estado. En cuanto al Conve­
nio hispano-mamXluí. 511 al1 . 4, prf. 2 
establece que «la Autoridad Central. ac· 
tuando directamente o por mediación del 
Ministerio Público o del Abogado del 
EsL.1do. adopt.'lJ'á o hará tornar cualquier 
medida apropind.1 ... ». Venmos cuales son 
las medidas quc han de adoptarse. 

Id. Medida.\·/endellles ala Im;{/Iiw­

ci611 de! menor: 

29. La adopción de estc tipo de me­
didas aparece contemplada en todos los 

Con\"enios citados: el 3rt. 5. pñ. I del 
Con\"eniode Luxemhurgo de 1980. pre­
vé la adopción de mcdid:ts p:un "averi­
guar el par-ddero del menorn (apanado 
a): el MI. 7. prf. 2. del Com emo de L.'\ 
Haya de 1980. hace referenCia ¡"¡ In adop­
ción de medidas p.'\nI «localizar 1I lo .. 
menores 1I3Sladado.; u retenidos de ma­
nera il ícita'" (apartado a): el ano 20, prf. 
ID del Con\'cnio franco-marroquí de 
1981.comempla la asistenc ia mutua que 
habrán de pres tarse la~ Aut oridades 
Cemrales para !levar :1 cabo labores de 
búsqueda y localiz.;lc ión, en sus respec­
tivos territorios. de los menores despla­
zados. cuyo derecho de custod ia est!! 
comprobado o haya sido reconocido: el 
ano 2 del Convenio fram.:o-argcli llo de 
1988. prevé la adopción de medidas len­
dentes a buscar el lugar dónde se halle 
el menor en causa: el an. 4. prf. 2 de l 
Convenio hispano-marroquí de 1997. 
cstabk'Ce la obligaCión de lomar medi­
das (X1r.l. «localizar II un menor dc. .. pla­
zado ilícitamente» (npnrt:ldo a). 

r. Medidas t€llllnlle.f " evitar y p"'­
wmir posibles pdjgros porrr el melror. 

JO. El rn. 4. prr. 2 del Convenio hi~­
pano-marroquí. tambié n establece hr 
adopción de medidas tendentes a (.evi­
tar nuevos peligros para el meno r y. el! 
particular. su desplazamiento hnc ia el 
territorio dc un tercer Es lado>, (¡¡parl a­
do bl, c igua lmente. contempla a obli­
gllclón dc «vclar par:l que ~c tomen, en 
tooos los casos. todas las medidas pro­
\"isionales. incluso sin procedimiento 
corllIadictorio. tendentes a evitar nue­
\"Os pe ligros para el menor o perjuicio .. 
para las partes implicadas» (apartado h). 
El COII\'enio fmnco-marroqu í \.le 198 1. 
también intenta prevenir nuevos peligros 
parae\ menor o perjui cios para las par­
tes implicadas, mediantc lo. adopc ión., en 
caso de urgencia. de cualqu ier med ida 
provisional que parezca út il (arl. 20. prf. 
2~). En el an. 7. prt-. 2° del Con\'i.: nio Je 
La Haya de 1980, también se contem­
pla la necesidad de «prevenir que el 
menor sufra mayores daños o que re­
sulten perjudicadas las partes interesa­
das», )' en el mismo sentirlo se rmllli­
fi esta el art. 5, prf. I dd COII\'cnio dI! 505 
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Luxemburgo de 1980. 

r. j'v1ed;da.~ fU/m sol¡¡l'imu.l.1" omis­
tosolllellle /tI (·olllrover.~j(l: medidllS len­

demt!,f ti lJllt! S~ prodll:'ClJ la elllregll \'0' 
/I/maria d~llllenor y a ¡adlilar el ejer­
cicio del derecho de "isrta. 

31. Ni que deci r tiene que el interés 
del menor. lesionado mediante su tras­
lado ilicilO, saldrá mucho más benefi · 
ciado si las partes. los padres en este 
caso, llegan a una solución pacífica; es 
por el lo. que en Jos dis tintos instrumen­
lOS internacionales que se ocupan de este 
problemil. se plantea la adopción de 
medidas tendentes a que la controyer­
sia se resuelva de una manera amislOsa: 
asr. el art. 4. prf. 2 del Convenio hi."p .. '1-

-no-marroquí, hace refe rencia, en su 
apm'lndo e), a la adopción de med idas 
Icnd..!nICS;¡ «facil itar una solución amis­
tosa. supervisar la entrega amistosa del 
menor 'f el ejercido de derecho de visi­
ta». La adopción de este tipo de medi­
das también aparece rctogidll en el arto 

7. prf. 2 de l Convenio de LIl Hllya de 
1980, y una redncción muy parecida uti ­
liza el Convenio (nmco-marroquí de 
1981 (:lrt. 20. prf. 1")_ En cuanto al Con­
\'cllio fr:mco-arge lino de 1988. mencio­
na una serie de medidas tendentes a fa­
cilitar cualqu ier solución amistosa que 
pueda asegur.lf la entrega o la vis ita del 
menor, favorecer la organización o el 
ejercicio efectivo del derecho de visita 
y facilitar el ejercicio cfectivo del dere­
cho de visita. otorg¡\do a un nacional del 
Olro Estado, en su terri torio (an. 2, apar­
tadus c), d) y g) . 

• ~'! .• \l .. I;.¿" 1""'" P ' V/IV"_';", ,,,, . , ,-

formación acerco de la ,fil/locioll del 
menor. 

32. GirO lipo de medidf\s que debe­
'rán adoptar las Autoridadl!S Ccntrale5. 
son aquéllas cuyo objetivo consiste en 
proporcionar infornmción acerca del 
menor en cllCli tión; asf. el ano 4. prf. 2 
del Cunvenio hispano-marroquí, hace 
referencia a que las Autoridades Ceno 
trales informarán ~\sobre la situación del 
menoo> tap..mado d). El Convenio de L.1 
Haya de 1980. conerel!\ mth cl tipo de 

infonnación que deberán suminislr.lf las 
Au toridades Centrales (art. 7, prf. 2); 
esta pauta también la sigue el Convenio 
fmneo-marroquí de 1981 (311.20, prf. 
1); y en sentido similar lIe manifiesta el 
Convenio franco-arge-lino de 1988 (art. 

2, :l.panado b). 

5". Meilidas lelldenles a gw"olllizar 
la reJfi!¡.cióll del mellor. 

33. Una de las más importantes me­
didas euya adopción corresponde a las 
Auwridades Cenlrales, ten drá como 
objetivo la restitución del menor, en el 
mfnimo tiempo posible. a quién osten­
taba el derecho de custodia antes de pro­
ducirse el desplaz.'ulI iclllo o la retenciÓn 
ilicitos: el af!. 4, prf. 2 del Convenio 
hispano-marroquí, establece que las 
Autoridades Centrales deberán «garan­
tizar la repatriación del menOf» (apar­
tado e). Esa misma intendón de conse­
guir la restitución de los menores. se 
contempla en el Convenio de Luxem­
burgo de 1980 (art. S. ]lrf. l. apart ados 
e y el). Y en la mis ma ide:\ incide el Con­
venio de La Haya de 1980 (art. 7. prf. 
2. apartado h). El Convenio fro nco-ma­
rroquí de 198 1. también contempla la 
necesidad de adoptar las medidas <Iue 
sean necesarias para reintegrar al me­
noral lugar del que ha sido desplazado, 
o al que 110 se ha pe.nnitido su regreso 
(art . 21). El Convenio franco-argeli no 
de 1988. por su parte, establece que las 
Autoridades Cenlrales, debcnin asegu­
ror la entrega del menor al dcm3nd:mte 
cuando la ejecución de la decisión haya 
sido aprobada (art. 2. apartado e). 

,I' ~ .... LI .. U. l,.;o, ' t:/. ul .. IC:.;o, u I" V,;U'l.'U­

llar i"¡on/lad6/1 sobr~ las r~spect;lIas 

legislaciones esta/otes_ 

34. El Convenio hispano-marroquí 
contempla la necesidad de que las Au­
toridades Centrales proporcionen «in­
fonnación sobre las legislaciones de sus 
Estados. relativa a la aplicación del pre­
senle Cunvenio/l (an . 4. prf. 2, aparta­
do O. El Conve,nio de Luxemhurgo de 
1980 establece. asimismo, la adopción 
de medidas tendentes a fac.:i litar infor­
mación legislati \·a, (x::ru precisa un poco 

, , 



m~ los contenidos de dicha informa­
ción. (an. 3. prf. 2. apartados a. b, y e). 
En el mismo orden de ideas se mani­
fiesta el an, 7. prf. 2 del COlJ\cnio de 
La Haya. El Convenio frnnto-marroquí 
de 1981 . por su p:lnc. cstablece que las 
Autoridades Centmles se suministrarán 
rnlÍ lUamcntc. y previa petición. los in­
tonues relativos a las leyes en \ igor en 
eltenitorio del Estado en el que dichas 
Autoridade." actúen. a fi n de fac ili tar la 
plUeba ¡mlc sus autoridades judiciales, 
así cumo sobre su orgnniz:lc i6n judicial 
(an. 17). En cuanto al Convenio fran­
co-argelino de 19&8. no prevé ninguna 
función informmiva n:::~ pecto del conte­
nido de los Dcrec.:hos en presenc ia. 

d. lA posibilillad lle que las AI/lon'­
dallt!~· ümlra{es se /lieguen a illlemmir 

35. El Convenio hispano-marroqui. 
contiene. en su ano 2, prf. 2. una cláusu· 

la que permite a las Autoridades Cen­
trales negarse a intcr,'enir: «1 .. Autori­
dad Central competente podrá denegar 
su intervenc.:ión c.:ucmdo no se reúnan las 
tondiciones req ueridas en el presente 
Convenio». Dich¡¡ cláusula no se reco­
ge en los demás Convenios bilaterales 
que se refieren a la sustracción de me­
nores. ni tampoco en el Conven io de La 
Haya de 1980, pero sin embargo, con 
una redacción muy simi lar a la de este 
Convenio hispano-mamx¡uf. npnrece en 
el Convenio de Luxemburgo de 1980 
(art. 4. pr!. 4). 

n, Creaci6n de una Comisión i\:lixln 
COIIsultiY3 

a. Composición 

36. El arto 5, prf. [ , del Convenio 
hispllno-marroquí. prevé la creación de 
una Comisión Mixta Consultiva. que se 
compondrá de «representames de [os 
Ministerios de Asuntos Exteriores y de 
Justicia ... »); y en este mismo sentido se 
ll1all ili e~ ta el II r\. [6, prf. 2 del Conve­
nio fram;o-marroquí de 19812.l. La re­
dacción de ambos textos result:l insufi­
ciente, puestO qu~ no mencionan la com­
posición exacta de la Comisión. ni tam­
poco hacen referencia al número dc sus 

lI1 iembros:~. En cuanto ni Convenio 
franco-argeli no de 1988. su urt. 12 pre­
vé la actuac ión de umt Co mis ión 
Paritaria. desde el momento de la finna 
de dicho in:>tlllmento internacional. pero 
en dicho precepto lampoco se regul:!. la 
composición de lal instancia;'. 

b. FIlnci611 

37. La función de la Comi ~ió lI ML ... -
la Consu lt iva prcvü;t<l por el art o 5. prf. 
1 de l Convenio hispano-marroqu í. ser:'í 
la de «facilitar la !'oluci6n de los casos 
quese planteen en la aplicación de l pre­
sente Convenio »; es decir. de In redm;­
ción de esta norma. ~c deduce qll(' la 
función a dCSl!mpeñar por esta instan­
cia, no será otra que una función de apo­
yo a la actuac ión de las Autoridades 
Cenlrale~. También le cOITesponderá 
d..:cidir sobre las solicitudell de de\'olu­
eión dc los llICllorC3 trasladadu, u rete­
nidos antes de enl.rar en vigor el Conve­
nio (iUt. 21. prf. ZO). El art. 16, prf. 2 del 
Convcnio franco~marroquí. especi fica 
un poco 1ll3S cuales son las cuestiones 
que han de someterse a la Comisión. al 
hacer referencin a que: ésta deberá faci­
litar la solución de lo~ problemas más 
complicados que se ~olllctan él las Au­
tori dades Centrales. y por lo que se re­
fi ere a la Comisión Paritaria creada por 
el COll"cniofranco-argclino, su función 
se limita a la resolución de 10l> litigios 
pendientcs en el momento de la cntrmla 
en vigor de dicho Cunvcll io, debiendo 
inspirarse para ell o. en las di ,>posicio­
ncsenél contcnidas. y atendiendo siem­
pre al interés del menor. 

c. FWlciollnmielJJo 

38, El prf. 2 del an. 5 del Con ... enio 
hispano-marroquí. establece que la Co­
misión "se reuni rá altemnlivamen te, en 
\-ladrid y en Rallat. al me nos UT ltI vez al 
afio y a solicitud de lino II olro Gobier­
no. en la fecha que se eslablezca de co­
mún acuerdo». Esta redacción. aunque 
no establece uní! fecha concreta para la 
reunión, ni tampoco menciona el peri o­
do de tiempo que ésta haya de dumr, 
aclara un poco ffi;.1)¡ las l:osas que eltex­
to del a11. 16, prf. 2 del Conven io fran-

F Mon.!.ser. pone eJe rdl(;\(; que. 
d hl!Cho de 4ue l>(: hagu rl'Ícrcncin 
:'Ito~ rI'~nlanlt"l rle 1M r.,hniSle­
rios de A~Ullto, ~tcnl.)fl,.",:> yde JI.JS­
IICln. hacen.dccticlu Cornhl6n. UJ\.3 

mSlillk'la I:mlo diplolllil l~'" como 
JudiCial ( .. 1 ... 1 Cnn\<!nllnn fr.·lnco-
n WOCItIIK' ..... I()(· Crl •• p.1&6J. 

• AlendlC:.ndl'l:l (;(1:'" deflcienci.!l~, 
F. Mont1;cr dice 41J1.· el 1';-).' 0 del 
Clln~elllo II1'I!1Co.mnm:xlul. es b.1S­

¡ante \'lIgo. ( .. La Con\t:llhOIl frolll ­
co·mll rocainc ''' ,10('. cit , P '}86¡ 

:' F. ~ t lJnéllCr II D~'e refcre llcia 11 1:1 
:tUscnr¡a de una resul:u:: ión más 
prcl" isa en el W'I. 12 <10.:1 Cl.Illvcnio 
rr.mcn-arl;chno (OlLa r'nn\'(:rIIl on 
n'tHh ~c aux CnfunlS ...... ltX. á' .. p 
6 t). 
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::6F. MOllé~crdico.; '1oc esta ComisIón 
1'10 se reunirá de fOrlna siSlentilica. 
sino únic,ull\:U\c u peti ~ión de: U/IO u 
orre EsL,'Ido, pam imentar reselv<-'f los 
USUlIloS rná. .. di fiti l<:s que.se planleen. 
( ocl.,'\ Corll'enlion frrulcQ-marocai­
l te ••• )'. lue. ci, .. p. 286) 

11 ConlrMiamenlc ~ la Comis ión 
Mi .... ta preví.'>!a PO/ el COllvenio fran­
ce-marroquí. y a la establecida por 
el CUllv..:niu hisp:mo-marroquL quc 
lienen carácter permi'lflC'nle. ésta es 
una inl>laneia de car:kter transitorio. 
cuyo e$t(tblecimieI11O ha vcnílto de­
Icnninudo por la necesidad de re.~ ol ­

\ler lo-; litigios que se hallnb.11l pen­
di":lIIcs \,:ullndo se adopt6 et Con ve· 
Ilio franeo-argd ino: F. Monégcr 
cUlhidcra dC Ill:r~tadu cono el perlo­
do de llll año (l-1r:l re~olver los asulI ­
lo~ pcnd i..:ntcs. y dice Iluc. en tudo 
caso. hllbicrn sido preferible qUll di ­
chu pllll)) hubie"e comenZlldo a (.'(l­
rrer B p.lnir del di~ de e ntradn <:>11 
vigor Lid CV!lwníu. en lugar de 11,1-
ccrlo 11 pan ir de 111 fecha de su tir­
mil. ( .. La Cou veution rcl!llive i\UX 

cn fant L >l . /ne. cil., p.61). El fun­
ciol\,Jluic lI lo (k esta Comi sión 
l'aritMla. putde resultar or i g in ~ l . 

pllesto que su aC luu~'iún habiu de ser 
solicitad:! por ~ tguon de los pro<:;c­
nilo res (arL 12, pfr. 3): '-'stllbn habi­
li t:ldir pam requerir a las Alloridmtcs 
Celllmlc\ dcsignad~ en el url. 1, tille 
las invcsligaclOII(!S que f\l es~n oe­
~ e¡, ari as se cfcctU ~S Cll en culln Esta­
do por 1:l!5 ilu toridadcs administrlli­
vas y judkinlcs COmpelentes . .'\si­
mi~lIlo, es(:( Comisi6n del1la cmilir 
dictámenes lllolÍ"ildos sobr,-, el tlc­
redlU de ClIs!odw y ti dtrccho de 
visitl\ y las n"lOda! j d~des de <;11 orgn­
lIi :w~í611. y en at ención a til les in­
fonncs. el progellitor imcresado jlU­
día w li<.:i l,.r ¡ll juez que fiJÓ el dere­
cho rle eU$toida y el dt':rccho de " i­
siti!. lI U": 1Il0d ifi ~¡I SC su dC~l~ión 
con f01l1(: a !:¡s disposiciollcs del 
Convento q l1C resultasen aplic.1bles 
(11 cnso ( at'! . 12 . prf. 4 ). F. MOllégcr 
dice qUt se e,tableee 11n p rocedi. 
miento tlclIll~, i aJu largu y l·ompl i. 
cado pi1ra 1m pl:¡zo de tiempo tim 
corlO. (.~ L¡¡ Cou\'cmiorl rd¡¡ livcalu 
enf;¡ nls ... o> , l oc. cit., p. 62). 
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co-marroquí. en el que tinieamenle se 
esta blece que la Comisión ha de reunir­
se de r orma periódica. a pclición de uno 
u Olro ESlado~~. La Comisión Pari taria 
del COn\'cni o rrunco-arge lino, comen­
zó a funcionar a partir de la fecha de la 
fimm de dicho Convcnio, ex pirando su 
ml\ndalo un año dc~pllés de su es\¡¡blc­
cimientoH • 

c. Otros mCl.::H1ismos para facilitar el 
funcionamiento del Convenio 

a. La posibilidad de acudir direcla­
m ellte a las a¡lforidadesj/ldiciales 

39. El Convenio hispano-marroquí 
de 1997, además de configurar un sis te­
rpa de cooperación que reposa sobre el 
cstablecimie nlo de Autoridades Centra­
les. en cuya llyudn prev¿ la actwlciól1 
de una Comisión MixlaConsu lt ivOI, tam­
bién adopta Olras medidas que. de al­
gún modo, co ntribuyen a una más efec­
livll aplicación de sus disposiciones. Así, 
en primer lugar. la nonnaliva conven­
cional contempla la pos ibilidad de que 
los paniculares inleresados en un [ili­
gio sobre la custodia o el derecho de 
visila respecto de un menor. acudan di­
reClamentc a 1m; au toridades judiciales 
competentes, sin mediación de la corres­
pollllienl c AUloridad Cenlral (arto 3, prf. 
3). Esta posibilidad de actuación «direc­
ta», constituye real mente una novedad 
respecto de los anteriores Convenios 
rel ati vos a esl¡¡ maleri". puesto que ni 
en los Convenios multilate rales de 
Lm(cmburgo y L.1 Haya de 1980, ni en 
lo~ COl1ve.nios bilaterales franco-marro­
quí y franco-ar}!elino, a los que ven i­
mos hacicndo referencia. se contiene 
\lna dispo~ icj6n de este tipo. 

b. !J, graJIlidlld del procedimiento 

40. OWd medida tendenle a facilitar el 
funcionamie nto del Convenio hi spano­
m:u:roqu f. es la que eSlablecesu arto 6. cuyo 
prf. l pone de relieve que «a excepción de 
los gasto~ de repatriación. no se ex igini al 
so lic itanlc ningún p.:l.go porcualquicrme­
tlida lomada en el ESlado requerido, inclu­
yendo los gastos ycosl:lsdel procedimien­
lo». yel ptf. 2 continúa diciendo que «par¡¡ 

la aplicación del pre.!iente Convenio. se ga­
ranlizar~ 1<1 gmlu idadde lo~ procedimien­
tos yde laasislencia judicial, segun lanor­
maliva vigente en cada uno de los cJos f..;­
lados». Una disposición muy parecida se 
contempla en el arto 5 de! Convenio de 
Luxemburgo de 1980. En cuanto al Con­
veniode La Hayadc 1980, Ulla importanle 
innovaeiónde laregularióncll él previ st<l, 
laconsliruyeel eSlab[eómiento, junlo a la 
asislencia judicial gratuila. de un asesora­
miento jurídico también gmlUilo, en lodo 
aquello que se re fierc a Inaplicación del 
CoO\'enio (arto 25). Por lo que se refiere a 
Jo~ convenios bilaterales, t..1.II1o en el art. 
16, prf. 1 de l Convenio franco-marroquí 
de 198 1, como en el arto I del Convenio 
franco-argelino de 198K s;c establece In 
gmtuidad de Insnctuaciollesde 1;\5 AllIOl; ­

dades Ccntrales, y adetmb, el art. 3 de este 
último instnlmento internacional, garan­
Iilll la asistenciajudicial, en elterrilorio de 
ambos Estados, sean cuales sean los recur­
sos económicos de las partes. 

c.LA aplicaci6n de UII procedimiell­
to rápido y sencillo 

41. La senci llez y rapidez del proce­
dimiento tlti li7.ado. también oonlribuyell 
a que las disJlosiciones convencionales 
se apliqucn con mayor eficacia; así el 
ar!. 14. prf. [ del Convenio hispano­
marroquí. dispone que <~cadil Estado 
conlralante aplicará, tanto a In solicitud 
de devolución lnmed iala como al reco­
noc imiento y a la ejecuc i6n dc l1 lHl re­
solución rclali l'a a la eu~lod i a o al dere­
cho de visila. un proredirnienlo senci ­
llo y rápido», y «para ello. ve lará, en 
particular, porque el Ministerio Público 
o el Abogado de l ESlado puedan pre­
SClllnr la solicitud de exeq ualuJ»). Una 
disposición muy similar, es la comelll­
pIada en el arto 14 del Convenio de 
Luxemburgo de 1980. La necesidad de 
acudir a un procedimiento rápido y sen­
cillo, también aparece en el Convenio 
de La Haya de '1980. de cuyo arto I 1, 
prf. l, se deduce que cuando las aulOri­
dades judiciales o adminislmli vas del 
Estado en que se halle el menor, sean 
encargadas de promover su rclomo. de­
berán actuar con la mayor diligencia 
posible, lamo en el senlido de otorgar 
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un tmlo prioritario a esas demandas. 
como en el de utilizar los procedimien­
tOS más rápidos que establezca su urde­
Il3miento jurídico. 

d. l.a exel,cití" de legff/huciullfs ti 
u/ras !urmalid((del' amílugas 

42. La exención de formalidades en 
el ámbito con\'encional contribuye tan­
tO a ag ili zar el funcionamiento de su 
Ilormaliva, como a evitar cicrto recha­
zo que nornmlrncn tc se prodlH':C hacia 
las regulaciones qtle ex igen excesivos 
requisitos formales. El al1. 19 del Con­
ven io hispano-marroquf, establece que 
«los documento.~ presentados o remiti ­
uos cn aplicac ión dd presente Conve­
nio estar,ín exentos de legalización u 
otra formalidad análoga» (prf. 1): si en 
algún momento fuese neces..1riocompro­
bar la autenticidad de un documento. la 
cOITcsl'ondiente certificación se reali7.a­
rá «por medi:tción de la Autoridad Cen­
tml» (prf. 2). El art. 16 del Convenio de 
Luxemburgo también establece la exen­
ción de legaliz.1ciones y otras fonnali­
dades. y en el mismo sentido se mani­
fiesta el arl. 23 del Convcn io de La 
Hayn. Se truta dc UI1l1 exención que nor­
malmente se eontem pl:\ en los conve­
nios en los que se establece. en alguna 
medida. la transmi sión de documentos 
entre los Estados contratantes. 

e. La exellció/l de la obligación de 
prestar c{lllciólI de arraigo tn jllicio 

43. El requisito de s,1 tisfacer ciertos 
gravámencs pucdc dar lugar :t (IUC los 
particulares se rctmig¡m l\ la hora de 
plantear litigios ante una jurisdicción 
extranjera. por ello. el al1. 20 del Con­
venio hispano- marroquí establece que 
«no l>Odrá imponerse mll/io illdicallllll 
so/vi alguna en razón de la condición 
de extranjero o bien de ¡\Uscncia rJcl de­
mandado, o por falta de residencill en el 
Estado, a la pane que solicite la ejecu­
ción en el E~ lado requerido de una re­
solución del Estado requirente» . En el 
Con\'cnil) de LiI Haya también se con­
templa una norma de este tipo. pues su 
arto 22 pone de manifiesto que no podrá 

ser impuesto. en el contex to convencio­
nal. ningún tipo de caución o depósito. 
cualquiera que sea su de nomin:lci6n. 
pero únicamente respecto de los ",pro­
cedimientos judiCIales o administran vos 
pre\"Ístos por el Convenio>l . de lo que 
se deduce que no se prohibe la adop­
ción de Olros depósilOs o c:mciones. 
como pueden ser l:ls c~lUciones impues­
tas para garantizar el correcto ejerCIcio 
de l derecho de visit a. Pese a tener una 
redacción puco clara. el an. 20 de l Con­
vt:nio hispano-nl:lrroquí. pa rece Tl1:l~ 

concreto. puesto que la excn(:Íún por él 
prevista se refiere. exclusivamente . a la 
cml/io iudicmulIl solvi que pudiera exi ­
girse en atención íl la condici6 n de c.'{ ~ 

tranjero del demandante . a la ausencia 
det dcm:mdado. o a la falta de residen~ 
ci:\ en el Estado requerido. 

5. LA OBLIGACIÓN DE DE­
VOLUCIÓN iNMEDIATA 

A. La solicitud de de\'oluci6n pl"t'OCnt11-
dadentrodl.' losscisnlesesslll,sgtliell­
tes al desplazamiento ilicito. C;llIsas 

dedenegllción de I ~l devoluci6n 

a. Úl solicitlld de devolució" ;/IIrle­
diata 

44. El art. 8, prf. I del Convenio his­
pllno-rnarroquí de 1997. ponc de relie­
ve que ..:cuando la solicit ud de devolu~ 
ción, una vezocunidu el dcspl:1Z!lm icn­
tO ilegal del menor, sea presentada ante 
las AutoridadesCentralcs de uno de los 
Estados contratantes. antes de haber 
transcurrido un pInzo de seis meses. la 
autoridad judicial compctelllc debcní 
ordenar su devoluci6n inmedi ata». Esc 
mismo plazo de seis meses. desde que 
se produce el desplazamiento. hasta que 
se presenta la solici tud de devolución. 
también se establece como requisito 
para que tenga lugar la restituci6n in­
mediata dclmcnor. en el arl. 8 del Con­
venio de Luxemburgo de 1980. La res­
ti tución de l menor tnmbién aparece ga­
rantizada en el :U1. 8, prf. l del Conve­
nio de L1 Haya de 19}!U. Por lo que se 
refiere al Convenio franco-manoquí de 
1981, su art. 25. prf. 1, tambiél1 establc- 509 



/. F Monéger hat'C u::fc rclIcia a qoc 
c~ta ltCC¡Ón preventi":! de trlllcga in­
mediata de l menor. prev i~1ll en d lIrt. 

25 del Convenio frnnCo-lI1anl)quf, ~~ 
idéntica ¡I 111 prc~bla en el 1IIl. 12 
dd Convenio de. La Haya ¡ÍI; 19110 
(~La COll vclltion franco -I1I:\!'o.;:ai_ 
De .. », /0('. cit" p. Zliñ). P. Decmux, 
pOi ~u parle, cuc~ t ¡onJ el nCICltode 
cstabJea:t esta medida \lnicilmc ~le 

a .(tulo Im:-\ cllIivu, pues la actuación 
de lr.lsJado o retención dd menor ha 
tcnido lugar en lIlclloscaho de un 
dcrechll de custodia atribuiou, do.! 
fÚllIlIl regular, al otIu progenilror, por 
lo que ella la dcci.~ión de elll.n:¡¡a. 
úni camente se pretende restahlecer 
un derecho le.donado, ya CXisl~llte, 

y cnlonccs. no ¡iCM sent id\) que la 
lloopclón de ta l d~cisión se reulicc 
_3 1111110 preventivo». (<<La Convcn­
tlun frunco-marocainc ...• , loe, dI" 
p, 83; 1, DruTi~ce-Brousse pone de 
relieve que la Ilcción de resliluci6n 
es una acción "puramenle de con­
~crvud6n", que tieooe II remediar, 
meel",nl e una vla ele hecho, Ju Su,<¡­
IfllccilÍn uel menor n:IlJizaua por el 
progeni lor llC) guardador, pum r~s­

tllbkecr la ~ itlJ:lci 6n que diellO pro­
genilor h:\ rnodificll(to ll llilate rnJ e 
ilki tlllm'nlc (''L'cnflll\t CI..:·, l(}f. 
rit. , p. 85X). 
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ce la obligación. del juez del E.~tado <tI 
que el menor ha sido desplazado o ClI el 
que ha sido reten ido. de ordenar, como 
medida prc\'clItiva, la cnLrega inmedia­
tll de! menor", )' en cu¡mlo al Convenio 
fralH.:o-argelino de 1988, su arto II pre­
vé la posibilidad de acudi r a la utiliz.1-
ción de la fuerza pública para Ibar a 
cabo la ejecución fOr7.osa de la ncción 
de restitución, de mancr:l que se asegu­
re el relorno cfcctÍ\'o del menor al lerri­
torio dd que salió, 

h, CU/mu de dlmegaci6/1 de la de­
l'O(lIció lI 

45. El Convenio de La Baya de 1980, 
hace referencia, en su arto 13. a Ires ti­
pos de situaciones en las que las nll tori­
'dades competenles del Estado requeri­
do pueden denegar el retorno del me­
nor. Por otro lado, el art o 17 de este Con­
YCllio también pone de n'lieve que la 
ex i~ t cnc i ¡¡ de una decisión relaJi va a In 
clIstocl i¡¡ del menor en el Estado requc­
rido, no supone un obstáculo al relamo 
del menor: en tales casos, únicnmcnte 
sern neces<!rio que la autorid:td judicial 
o administrativa que conoce del asunto, 
tome en cuenta la moti vación de esta 
decisi6n;¡ la hora de resolver sobre la 
demanda de retomo. El Convenio fran­
¡;o-marroquí de 198 1, tomando como 
base de su nonnali va, la regulación pre­
vista en el Convenio de La HH)'a de 
1980, también establece una serie de 
e:<cepciones a la oblig;¡ción de restitu­
ción inmediata del menor en su ano 25. 
Por otro lado. este Convenio franco­
marroquí no contempla la po.~i bi l idlld de 
denegar la restitución del mcnor cua!l­
doésle seopongn aella, pos ibil idad que 
si prevé el Convenio dc La Haya. En 
cuanto al Convenio hispano-marroquí 
de 1997, hay que destacar que estable­
ce unas causas de e:<ención de la obli­
gación de resti tución, totalmente dire­
renles a las previstas en la nonm'tti"a 
convencional anterior, a la <Iue acaba­
mos de hacer referencia: as!, su an. 8, 
prf, 2, dispone que «la autoridad judi­
cial no estará obligada a ordenar la de­
yolución del menor cuando: a) el me­
nor sea nac ional, exclusivamcnle, del 
Estado requerido y, según la ley inlerna 

dc ..:sIc Estado. el padre con el que se 
encuenLre el menor sea el línico titular 
de pleno derecho de 1:1 palria potestad: 
b) se alegue una resolución ejecuti\'a 
relativa a la custodia en el territorio del 
Estado requerido, con anterioridad al 
desplazamicnto». 

En primcr lugar hay que decir quc la 
rooacción de este pf(.'(;epto no deja claro 
si es neces.:uio que concurran runb.1S cir­
cunstancias para que la autoridad judi­
cial no se vea obligada a restituir al me­
nor, o si bien, basta con quc se produzca 
alguna de ellas. Por otro lado, si nos ate­
nemos ¡¡ la pri melil de las exenciones, 
puede plantearse el siguiente supuesto: 
una mujer cspañola se casa con un hom­
bre marroquí y adquicre la nacionalidad 
de su marido. en cu)'o C.1SO, un hijo naci­
do de esa unión ser.í e,~ c1u ~ i vamente de 
nacionalidad mmroquí; el Derecho ma­
rroquí :ltribuye la patria potestad única­
menle al padre. La pareja se divorcia y la 
mujer recobra su nacionalidad espailola: 
si los tribunales españoles le otorgall la 
custodia sobre su hijo, y el padre ~e 10 
lleva a MamJccos, se tmlari¡1 de un me· 
nor cu)'a nacionalidad es exclusivamen­
le la marroquí, y dado que la legislación 
interna de Marruecos aJribuye la patria 
)Xltestad únicamente a p~dre, el juez tIla­

lToquf no estaría obligado a resti tuir el 
menor a la madre. 

La segunda causa de dcncgaeión. se 
opone frontalmente a la llonn:lIiva pre­
visla en el COllvo.:nio de La Haya, cuyo 
IIrt. 17 estnblecc que ... el sólo hecho de 
que se haya dictado una resolución rela­
tiva a la custodia del menor, o Que esa 

decisión pueda ser reconocida CII el Es­
lado requerido, no podrá justi fi car la ne­
gatio'a para restituir a un menor confor­
me a lo disl)UCS10 en el presente Com'c­
nio, pero las autoridades judiciales o ad­
ministrativas del Estado requerido podrán 
tener en cuenta los motivos de dicha de­
cisión al aplicar el presente Convcnio)}; 
aquí. por el COIlIr.lrio, In cxistencia de una 
resolución ejeculiva relativa a la custo­
din, cn el territorio de l Estado requerido, 
con anterioridad al desplazamiento, cons­
tituye un mOlivo de denegación (k: In de­
volución del menor, 

1) 
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8. La solicitud de de\'oluci6n presen­
tad:} una \ 'ez transcurridos seis 
meses desde que se produeeel dl's­
pJ:mmliento ilícito 

(l. SubsiSlCflcia de la obligación lle 
re.~tilljcit¡" 

46. Pese a que desde que se produjo 
el desplnz<unicnto ilícito hasta que se 
presenta la solici tud de devolución. h:¡ya 
transcurrido un período de tiempo más 
amplio que el previsto para que se pro­
duzcn In resti tución ilHllediata del me­
nor. dicha obli gación de restitución se 
mantiene, como lo pone de manifiesto 
el Conveniohispano-marroqui en su 1111 . 

9, prf. J: (Jcu~do se presente la solici­
tud de de\'olución después de trnnscu­
mdo un plazo de seis mcses. la Autori­
dad judicinl ordenará la devolución del 
menor, en las mismas condiciones ... »: 
en este mismo sentido se manifiesta el 
prf. 2 del ano 12 del Convenio de Lll 
Haya de 1980. 

b. Excepciones a la obligacióll de 
re,~til/jció" del mellor 

47. También en este supuesto de qLle 
la solicitud de devolución se presente 
una vel expirado el plazo establecido 
p:tra que tenga lugar la restitución in­
mediata, e:'tisten determinadas circuns­
tancias que penllitcn a la autoridad com­
pelenle verse liberada de la obli 2ación 
de restitución: así, el prf. I elel ti;, 9 del 
Convenio hispano-marroquí. ¡,:ontinun 
diciendo que las autoridades judiciales 
no ordenarán la resti tución del menor si 
se demuestra que éste <¡(se ha integrado 
en su nuevo entorno o que su devolu­
ción le puede exponer a algun peligro 
físic.:u o psi<luico o a una si tuación inlo­
lerab l e~. El art, 12, prf. 2 del Convenio 
de La Haya. sin embargo, únicamente 
hace referencia, como excepción a la 
obligación de restitución si la solicitud 
se prcscnló una vez transcurrido un año 
desde ellr.tslado ilícito. a que «quede 
demostrndo que el menor ha quedado 
integrado en su nuevo medio»2~. 

Respecto de la regulación prevista en 
el Convenio hispano-marroquí, no resul-

ta cxl.r':lñu que la integraCIón del menor 
en ~u nue\'o medio como causa de dene­
gación de la reslit uci6n se tenga en cuen­
ta cuando la soJicilUlI de devolución ~e 
haya pre.sent;¡do dcspués de seis InC);CS 
d~c que se produjo el desplazamiento. 
puestu que eltmnscurso de tal período 
de tiempo puede considerarse el mínimo 
necesario para que se proou7..c:lla cilada 
integración. Sin embargo. lo que nQ !le 

entiende es por qué el juez puede dene­
gar la resti tución. si la solil'lIud de devo­
lución se prcsenló una vez tmnscunido); 
seis meses desdecl dc.splaz,,"I1l1icllto, ale­
gando que tal restitución ~lI p(} lldrí!l ex· 
poner al menor a algul1 peligro fi~ i cu o 
psíquico o a una situación in tolerable. 
pero no puede hacer uso de lal alegación 
si la solicitud de dc\'olución se ha IOter­
puesto antes de que hayan transcumdo 
esos seis meses desde el dC'iI>la7 .. nmiel1lo 
o la relenrión del mellor ¿ac:lso C'i im po­
sible que ames de seis meses no pLlcd;1 
constatarse la exislencia de los citados 
peligros pilra ellllcnor? 

Por otro lado. el prf. 2 del arto 9 del 
Convenio hi~pano-m.:lrroquft t:1II1bién 
CSlablcce que . ."al cons iderar las cireuns­
t:l rlCias, las AIJloridndcs judic iales ten­
drán en cue1l1<l: '<tlnicalllcntc el interés 
del menor. sin ninguna ot ra rc~tricci611 

derivada de su Derecho interno: y la in­
fO mlítción proporcionada por las Auto­
ridades competentes de l lugar de resi­
dencia ilnteriordcl menor'>. La prohibi­
eión tajill1lc de util i7.ar otras restricc io­
nes que deri"en del Derecho intcrno del 
Estado requerido. a la hora d~ otorgar o 
denegar la resti tución del 11ICllor, puede 
dar lugar il algunas si tu:lCiones pe ligro­
sas: por ejemplo, puede ocurri r que lns 
autoridades marroquíes so lic ilen ti las 
autoridades eS~liolns que sea restitu i­

da Ulla mellor, que se hall aba bajo la 
custodia de su padre en Mamlecos, y 
que ha sido trasladadn ilícitamente por 
su madre a España: la actuación de la 
madre española halla su justilicación en 
el deseo de evitar que ~u hija sea some­
tidtl a la ablación, ri to consuetud inario 
anlcriur al islamismo, pero (Iue la legis­
lación marroquí no prohibe , Desde el 
punto de vista de la legislación españo+ 
la, 1<11 mUlibci6n sería constitutiva de 

:o Nu ulbL"1JIle. el Coo\'ePlO de La 
1-1.3)1 1.D.lOtutn c:.Illblccc.. como Clli­
sa de dellC'g;u,ió!l de la re~lIllJCión, 
el qlle 1.,1 1\:S1lt1 ... "iM I'UClb exponer 
~llorllOt"II un peligro gnn'e. pt.ro 131 
C:\.US<, :lp;tn-"Cc oolltcmp1l1da enlre lo;; 
mQti~O'.:tde e..\cnd6nde IlIoo[¡¡¡aci6n 
de ""Slullclm cuando L, ~flhclIUd <>C 

pr~C:llta (ulle, de- un año ~ que 
.,.e pruduJo et dc.,. p{allulIlcnlü 
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" r Monéger. d ice que únicamentc 
se IrJLlL •. de rucer cesar una vr.'\ 00 
hecho_ ~ ill que tal decisión prcJuz.­
gue sohre: el rondo del derecho de 
eU5100i" ( .. La Conwnliv/I rrJnco· 
murocnine .. _., lne. d I .. p. 287, P. 
Ikl:roux cOllsidcril quc -.:sla Oo..-ci ... i6n 
de relomo. rcnlmente no ¡jene qlle 
. prejulgar» ni Que {<J UJ;gil~ UlIUl!. 

PUC_IO que 00 e.~ más qu e la conse· 
cttelk:iB de lB ul,licaci6n o dd ejer­
Cicio de un derecoo c\c. custodia que 
ya ha sido C~labhxido. y por lo 1.:'111-
lO. ya h,'\ ._ido jll1gado. ( .. La Coo­
\'t.mlIOH (nuu:O-IIU!rc"'a inc ... .. . loe. 
d, .. p. IO) . 
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delito. además de suponer un claro pe­
li gro físico y Pbíquico ¡mm la mcnor. 
l)C ro . sin cmbargo. desde el punto de 
vista. religioso)' soc ial de la cultura 
islámica. el no somcter a la menor a este 
ri to, supondría un grave daño moral para 
ell a. ¿Podrán las autori dades e~p<lño l as 

denegar la restitución atendiendo ni in­
lerés de la menor -interés que es dife­
rente desde el punto de vista de ambas 
culturas-, o bien tendlÍan que basarse en 
la normativa de nuestro Derecho inter­
no para no ¡,¡.cceder a las pretens iones 
rnarroqufes. lo cual apDrccc ex prCSl.l­
mcnte prohibido en este prf. 2 del mi. 9 
del Convenio? 

C. ü lracterísticas ge ll~I".lIes de la .IC­

ción de devolución 

a. ll/dependellcia 

48. El ejercicio de la acción de de­
vo luc ión inmediata del menor. tendrá un 
c.:lrác tcr independiente. pues. tal y como 
estab lece el prf. I del :u1. 10 del Conve­
ni o hispano-marroquí, «no eSlam supe­
dilado al reconocimiento y a la ejecu­
ción de una resolución judicial en el 
Estado ft."'querido».)' además. como pre­
vé el prf. 2 de la ci tad'l disposición, «la 
resolución mcdi:m¡e la que se ordene la 
devolución inmediata del menor. nopre­
juzgará el fondo del derecho de custo­
dia». En un sentido similar se manifics­
la el arto 19 del Convenio de La Haya 
de 1980, '1 esta idea asimismo . .loc con­
tie nen cn el arto 25. prf. 3 del Convenio 
franco-marroquí de 198 1J1J• 

b. Prioridad 

49. El ejercicio de la acción de de­
voluc ión inmediata. también ha de ser 
prioritario. pues tal y como establece el 
ar!. 10. prf. 3 del Convenio hispano­
marroquí. «los órganosjurisd iec iona l~ 

de los Estados requeridos estnmn obli­
gados a resolver sobre la solicitud de 
devolución inmediata, con prioridad res­
pec to a cualquier otra soli ci tud relativa 
al menor. (Iue se les formule.». 

Esta misma iden de ejercicio priori­
tario se contiene en el arto 16 del Con-

venio de La Haya de 1980. Por lo que 
se refi ere al Convenio franco-marroquí 
de 198 1. el prf. 4 de su art . 25 cst<lblccc 
que si las autoridades judiciales han de 
decidir a cerca de una acción en modi­
ficación de la atribución de! derecho de 
custodia sobre UlI menor desplazado a 
retenido, en detrimento de un!! decisión 
sobre la custodia dictada por lajurisdic­
ción competente de uno de los dos Es­
tados, e igualmente. también han de de­
cidir sobre ulla solicitud de resti tución 
del m¡;nor. interpuCbla por la persona a 

quién fue atribu ido el dCTCrho de custo­
dia, dicha autoridad judicial deberá de­
cidir. de fanna prioritaria, sobre la soli­
citud de restitución de! menor. 

D. Documentos que hahrán de acom­
pañar la solicitud de demlución 
del lllenor 

a. 111!or/1/uciólIl'er.l'OlIal y relnlh'a 
a la localhaciul/ de/m ellor 

50. El Convenio hisp'lllo-mmn:Xluí re­
(luiere que la solidtud de restitución de.1 
menor vaya acompañada de determina­
da documentación, como la relativa a la 
persona del menor. de sus progenitores y 
aquella que arroje alguna luz re.'ipeClO del 
lugar en que pueda hallarse el menor; así. 
el alt. 15. hace relerelleia, en su apartado 
aJ. a la «infornwciún relativa a la identi­
dad del solicitante. del menor y de la per­
sona de que se alega que se ha llevado o 
retenido al menor ... y en su ap..'lI1ado c). a 
~cualquier información disponible refc­
reme a la locaJi7.aciÓn del menor y a la 
identidad de la persona con 1:\ que se su­
pone que scencuentrd el menor». El Con­
ven io de La Haya de 1980. también exi­
ge. en su arto 8. prf. 2. que la solicitud de 
restitución vaya acompañada por cierla 
información. 

b. DocumflltaciónjustijicOlira de los 
motivos de la solicitud de del'Oillci¡)n 

51. También deberá ir acompañada 
la solici tud de devoluci6ndel menor, de 
aquellos docllmcnlo~ que justifiquen la 
moti vaci6n en que tal solicitud se apo­
ya: así. el arto IS. apartado b) del Con­
venio hispano-marroquí, establece que 

1I 
¡ 

1I 

I 
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la solicitud deberá incluir «los mOlh'o~ 
en que ~e baso! el ~olici tantc para recla­
mar la devolución del menOr». siendo 
preciso presentar, en apoyo de dith'l 
solic itud. según los casos: «copia de re­
solución dictada que reúna las condicio­
nes nCl:csarias para que se considere 
:lUléntic;l: cualquier documento que cs­
tablezca que. según la ley del E'.:. tado 
requirente. la resolución es ejecuu":l ; 
cualquier acto o documento que esta­
bll.!zca 11IlHlcionalidad del menor. en la 
fecha del dcsplazmnicnto ilegal; cunl­
qu ier documento CJllC pucd'l dClIlOSlr:lr 
que el menor tenfa su residencia en el 
terrilorio del Estado requi rente. en el 
momento del despl¡¡zamiento ilegal». El 
Convenio de La Haya. también estable­
ce. en su 3rt. 8. quedebeni acompañar :¡ 
la solicilud . cierta documentación. 

c. DOClll1le"lo~'I/ab j{i/(lIIle!i 

52. El arto 15 del Convenio hispano­
marroquf, también establece <lile «en 
caso de que se solicite la intervención 
de la Autoridad Central del Estado re­
querido~, la solicitud de devolución de­
beni incluir O\cualquier documento que 
habilite, u dicha Autoridad CCUlra\. pnra 
actuar en nombre dd requirente o ,1 de­
signar para ello a otro representante» 
(apnrtndod). Una disposición similares 
la que se contiene en el arto 28 de l Con­
ven io de La Haya. 

d. 1.0 posibilidad de posterior 
subsanación 

53. El Con"enio hispano-marroquí. 
contempla una posibilidad que no apn­
rece en el Convenio de La Haya. puesto 
que permitc que los documcntos cxigi· 
dos para interponer la solicitud de (k­
volución. puedan ser presentados pos­
terionllente a ésta. e incluso. ser susti­
tuidos por otros documentos equivalen­
tes: dice el arto 17 que «a falta de pre­
sent:lción de los documentos mcncionll­
dos en los anteriore.s artículos, la auto­
ridad judicial del Estado requerido po­
drá establecer un plazo para su presen­
tación o aceptar un documento equiva­
lente si se considera suficientemente 
informada». 

6. SOLICITUD, RECONO­
CIMIENTO Y EJERCICIO 
DEL DERECHO DE VISITA 

A. Lu presentación de la so li citud 

54. El arto 13, prf. I del COfl\'cnio his­
pano-marroquí. disponc quc «la solicitud 
refercnt..: a la org:mizaci6n o a la protec­
ci6n del ejercicio del derecho de \' isita, 
podrá dirigir.;e a la AUlond;.ld Central,.. 
El preo;epto no establece unn obligación 
de presentar la solic itlld ante In Autori­
dad Central. puesto que ello contrndecia 
10 dispuesto por el arto 3. prf. 3. que per­
mite que cualquier persona. in teresada 
acudadirectalllcme. en cualquier momen­
to del procedimiento. a las autoridades 
judicia.les de los Estado~ c..:ontr.t(fl l1 tes. La 
orga.ni'l.3ción y garantra de l ejercicio 
cfccth'o dc derecho de visita. también 
aparecen regubdas en el nft. 21 del Con­
venio de L.1. Haya dc 19HO. 

B. Las condiciones de l'Ccol1ocimicn­
to y ejercicio del derecho de \'l"ita 

55. El arto 13. prf. 2 del Convenio 
hispano-marroquí. establece 'lue «las 
disposiciones de una rcsoluci6n judicial. 
relativas al derecho de visita. serán re­
conocidas y se pondrán en práctica. en 
las mi~ mHs condi ciones que las rclati­
\ ';\5 a la cus todia». El Conveni o de 
Luxemburgo de 1980. ~t;¡blcce unll dis­
posición semejante en el prf. I tic su art o 
11 El Convenio franco· argelino de 
1988. al hablar del ejercicio del dcre­
cllO de visita, también admi te ciena 
nmt;/'ilción en ate nción al interés de l 
menor, )' así. el prr. 3 dI;! su art. 6, dis­
pone que en caso de que cir(;Unstanc¡a~ 
excepcionales pongan di rectamente en 
pel igro la salud física o moral de l me­
nor. el juez adaptará las moda lidades de 
ejercicio de ese derecho, de conformi­
d.td con el interés dd mellor. En este 
instrumento internacional se ha queri­
do dejar claro que el de recho de visita 
establecido podrá ejercerse tanto en el 
territorio del Estado en el que reside el 
Illenor como mÍls allá de sus fronteras. 
pues el arto 6, prf. l dice que llls partes 
contrat:mtc.s se comprometen a garanti- 513 



,. F. t-.loneger COre.IÚCHI que en 1:5(e 

COIl\('·n1U. no I: ~ el cs!ahh:cllllitmo 
/'\ la ganlfl ll:, de ejercicio del dere. 
cho de V1SUlI lo quc \uponc \lila no­
vc{lu.!. sino el hecho dt- que has par. 
te:s hayan adlfllluJo que: ese deltcho 
de HMIa put'tla cnllañar el tk~pla . 

LlImICn10 de los mcnore~ de Un p.lls 
.1 otro. ( .. La COnVen1lC1n rdati\'1: aux 
cnf¡tn ls ... • J , {oc , ril, p . .!'i4). J. 
l3arrihe· Brou\w. por ~u parl e. C51i. 
maque la bú~qucd.:i de un equilibrio 
cm/e I:I~ ¡unbucion(.~ dd P .... 'Ilcr1i. 
hJr anv~lldo del derecho de guarda 
y las del que sólo o~l eruil el dL"reGho 
de Vl5l t.;¡. t·on.muyó el \."\:11110 oc la 
rcgulacu''in Jll1:':vl~ta por el Con\'~nio 

fmuc.:o-argelino de t98K ("L'cornll! 
eL .... loe .-;1 ,p 1162) 
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zar a los cónyuges separados el ejerci­
cio efectivo d~l derecho de visita inler· 
no y transfronleri1.0". 

e_ t'unciont'S de laAuloridad Central 
en materia de organización y pro­
terción del dcrrcho de l'isita 

a. ¡:/Il1ci611 de cooperaciól/ 

56. En lo referente a la organización 
y garanlía del ejercicio cfecli ",o del de­
recho de visita. las AUloridatlcs Cemra­
Ic~ \":111 :\ desempeñar, <":11 primer lll gar. 
una función de cooperación. pues. como 
eSlablece el ano 13. prf. 3 del Convenio 
hispano-marroquí de 1997. dichas Au­
toridades adoptarán o har~n tontar. «1l'!S 
medidru. ndecuadas para salvnf. en la 

, medido de Jo po~ihle. los ol).~láeulos que 
se opongan al cUlJlplimicnlo p;\cíli l.,.'O del 
derecho de \'isi ta» (:(parlado aj. Esla 
mi~mll función de cooperación se prevé 
en el arto 21. prf. 2 del Convenio de La 
Ila)'a de 1980. )' el arto 20. prf. 3 del 
COllven io franco· marroquí de 198 1. 
también estab lece la función de coope­
ración de las Autoridades Central es en 
materia de derecho de \·i .. ita. 

b. FUI/ción de mediació" 

57. Además de la función de coope­
ración. las Autoridades Cenlmles tam­
bién han de desempelinr una funci6n dc 
mediación entre los paniculares )' las 
au l oridade~ jud i ciale~ de su, resp....--cti­
\'IlS EM,ldos: así. el arto 13. prf. 3 del 
Convenio hispano-m:lrroquí. cstablet:e 
que la Autoridad Cenlml l<acudirá. si ha 
IlIgar, a la juriwicófin comp~lt'ntt' fiara 
que se organice o se proteja el dereeho 
dc vi~ila» . ptldiendo, dicha jurisdicción. 
«c~l ub lecer las modaJidade~ de la pues­
ta en práclic¡1 y del ejerc icio del dere­
cho de visita ... (:\parlado b); e igua.lmen· 
le. acudir~ la Autoridad Central a laju­
risdicción competente. si ha lugar a ello, 
~para que resuelva» lal jurisdicción. 
«sobre el den:.'cho de "isil;l. a solici lud 
de la pcrsonll que invoque dicho dere­
cho, I.:tumdo no se haya resuelto sobre 
el derecho de visita o cuando su haya 
denegado el reconocimiento o la ejecu­
ción de la resolución relativa a la custo-

dia» (apartado e). Esta fu nción media· 
dom de la Autoridad Centrol ya se con-
1empla en el prf. 3 del arl. 21 del COII­
\'ell io dc La Haya de 1980, y unll dispo­
sición muy similar a la del COtlveniode 
L1 1~aya se contiene en el arto 22. prf. 2 
del Convenio franco-marroquí. 

7. RECONOCIMIENTO Y 
EJECUCIÓN DE DECISIO· 
NES 

A. Causas de denegación del t'tCOIIO­

cimiento y la ejecución 

a. Laja/fa de llOtificuci6/1 (¡J IJemUI/­
dado 

58. El arto 11 del Convcnio hi~pilno­
marrnquí de 1997, establece que "el Te­

conocimiento)' la ejecución de las reso­
luciones judiciales ejecuti\'a.~ en temto­
rio del ESI:uJo rC(lll ircnle. sólo podráll ser 
denegados por las AUloridadcs jIKli;..;a­
les de dicho Estado, por uno de los si­
guiemes Illolivos ... ,¡ En primer lugar, hay 
que poner de rc l ie~'e la siguiente eues-
1i{m: ¿rc~u l ta acenooa la redacción deeste 
preceplo cuando dice que son I a.~ Autori­
dades judiciales del E.-.lado /"eq/ljft'ltlt: las 
qt!e pUl!den denegar el Ti..'<.'OlIoc imicnto y 
la ejecución respecto de 1:\5 resoluciones 
que ya SOIl rjecuriw/J en ellerri torio de 
dicho Esrado? Sin lugar a dudas puede 
afinllarse que se ha cometido un error en 
la redacción de este precepto. y (Iue lo 
que rc.1 lmcnte q\l icre decir es q1lC cuan­
do Ulm resolución jlldicial ~ea cjccutiva 
Cl! ellcrrilOrio del Estado rcq /liremc, las 
autorid<\des del Eslado requerido única­
mente podrán denegar el recOI'\I)Ci mien· 
lO )' la ejecllción a dicha rc:.olucián si 
concurre ll lguno de los moli vos enuncia­
dos en es!<t disposición. Veamos cuales 
son esos motivos. 

El apartado a) del arto 11 . hace refe­
rencia ala posibilidad de denegar el re­
conocimiento y la ejecución, «si. cn el 
caso de quc se tnlle de 1llt,I resolución 
dictmla ell a1lscncia del demand:ldo o de 
su rcprcscnlante legal, el acto por el que 
se abre e! procedimiento o un acto equi­
valente no ha sido notificado o entrega-

'. , 



do. fOmlil.lmeme. al demandil.do dentro 
del plazo oportuno para que pueda de­
fenderse; no ob~ lanle. esta f:llt:l de noti­
ficación o de entrega no podrá cOlbti­
tuir una causa de denegil.ción del reco­
nocimiento o de la ejecucIón. cuando la 
notificación no ha)'il. tenido lugar por­
que el demandado haya ocultado ellu­
gar dónde ~e en\:uentra a la persona que 
haya iniciJdo el procedimiento en el 
Estado requirente'l. La falta de nOli fi ­
cación formal al demandado, lambién 
cOllstit uye un motivo de denegación del 
reconocimienlo y la ejecuci6n de reso­
luciones en el art. 9. prr. 1 del COnve­
nio de Luxemburgo de 1980. 

b. LaJalla de ¡;ompetel/cill de la 0 11-

IOn'dnd que dictó /n mofllción CIIJO re­
cOJlOcimielllo y rjecllciólI se pretellde 

59. Una segunda cauSo' de denega­
ción del reconocilmento }' la ejecuci6n. 
viene establecida por el apanado h) del 
art o I1 del Convenio hispano-lllllffoquí. 
según el CUil l. dicho rc-.:onod micnto y 
ejecución podr.ln ser deneg:rdos «si. en 
el caso de que se trale de una resolución 
dictada en ausencia del demandado o de 
su representante legal, la compelencia 
de la nutoridad que la hubiere dictado 
no está basado cn la residencia habitua l 
l:QlIlún c.le los padres dclmcnor 0, en su 
defecto. en la re~i tJ enci <F Imbit ll,ll del 
de.m:md<ldo)). El arto 9. prf. I del Con­
venio de Luxemburgo de 1980. también 
prevé en su apartado b), una causa de 
denegación del reconocimiento y la eje­
cución. que se fundamenlll en la ralla 
de competencia de la autoridud que dictó 
la resolución. En cu:mto al Convenio 
franco-marroquf de 198 1. en vez de es­
tablecer las causas o los mOlivos de de­
negación del reconoci miento y la eje­
cución, estahlece cm11es son lascircun~­
lallcias cuya concurrencia hará imposi­
ble que el f(.'(.'Onocimiento )' la ejecución 
sean denegados. 

C. La illCQ/IIpnh'bilidad COII otra re­
soluci6/1 dictada CII el Estado requerido 

60. El apartado c) del arto 11 del Con­
venio hispano-marroquí, establece una 
tercera causa de denegación del reco-

nocimiento y la ejecución: ,<si la reso­
luci6n es incompalible con una resolu­
ción relatl\'ú a la cuSloclia que haya ad ­
quirido fuer la ejecutiva en el Estado 
requerido. antes del desplazami ento de l 
menor". Esla causa de denegaCión del 
reconocll1lÍenlo}' lil. ejecución ta mbién 
se contempla en d apanado el del m1. 

9. prf. l del Convenio de Luxemburgo 
de 1980. 

d. El illferés dellllt'lfor 

61. Por último. el apanado d) del arto 

1 I del Convenio hispa no-marroquí. l nm~ 

bién establece, como Cllm;a dt.: d Cl1 cgn~ 

cióll del reconocimiento y ejecuci6n de 
una resolución, (lue ello suponga un per­
juicio panl el interé.<; del menor: «si la 
solicitud de reconoc.i miento y ejecución 
de una resolución relati va al derecho de 
custodia. se ha presentado una VC7. tmnl>­
cunido el plazo de seis meses. a part ir 
del momento del desplazamiento del me­
Flor. y se COITI]JI\ICbil que. al hnber clUn­
biado las (.;rcunstancias. incluyendo el 
transcurso del tiempo. pero con excl usi n 
del cambio únicamente de res idcnc iu del 
menor. a resultas del dcsplazlHllicll lO. el 
menor se ha integrado en su nuevo me­
dio»). El arto 10 del Convenio de Luxern­
burgo de 1980. igualmente establece una 
c~lIsa de dcncgación de l reconoc imiento 
y la ejecución que se fundamcntu en el 
interés del menor. 

n. Límites matt:ri' lles 011 reconuci­
miento y a la ejecución de resolu­
ciones judiciales 

62. La aplicación de las disposicio­
nes del Convenio hispano- marroquf, 
referentes al reconocimiento y ejecución 
de resoluciones. viene limitada por d 
contenido m<Flerial de éstas. ya que se­

gún el ano 12 del citado instrumento in­
ternacional. ... cuando la resolución cuyo 
reconocimiento y ejec ución se solicite, 
conste de varias disposicioncs, sólo en­
trará en el campo de aplicaci6n del pre­
sente Convenio. la parte de dicha reso­
lución que se refiera a los derec hos de 
custodia y de visita y sus modalidades 
de ejercicio»; por lo tanto si la organi­
zaci6n de tales derechos se establece en 515 
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una sentencia de divorcio de los proge­
nitores. la nomlílti va con vencional en 
absoluto será aplicable 11 1<1 prc lcn~i ól1 

de reconoc imiento y ejecuóón dI! tal 
senleoc!3. en su totalidad, sino (Iue, úni· 
camente podrá hacerse uso de ella res­
peCIO de las dj~posiciones que se refie­
ran n los derechos de cl1~ tod i a y visita 
respecto de los hijos menores del matri­
monio. 

C. DOt:llllll'utos que hahrán ele aromo 
p:¡ñ:¡ r la solicit ud de reconoci · 
miento y ejecución 

a. La copia de fa n!~'olllci611 

63. El ar1 . 16 dcl COIl\'cnio his¡xmo­
marroqu í. establece que «la solicitud de 
reconocimiento o ejecución relativa ti la 
custodia. prevista en el Capitulo Ill . o 
al derecho de visita. del Capítu lo IV, 
deberá ir acompañada». en primer lu­
gar. por 1:1 «copia de la resolución dic­
ladll que reúna lru; condiciones nece,sa­
ri,,~ para <l tlC se considere aUléntic[\») 
(prf. 1). El prf. 2 del art 4 del Convenio 
de Luxemburgo de 1980. esmblece que 
la solicitud de reconocimiento y ejecu­
ción de un derecho de visita deber'; ir 
acompaiiada por los doculllcnlos men­
cionados ell el arl. 13. que se refiere a la 
c!ocllnll.:nt<tciónllue ha de acompañar a 
la solicitud de reconoc imiento yejecu ­
ción de un derecho de custodia. 

b. Certificación de la notificació1I 
al dema"dado 

64. En segundo Jugar. la solicitud de 
reconocimiento y ejecución de Ulla re· 
solución relaliva al derecho de custodia 
o al derecho de \'isitn. según el Conve­
nio hispmlO·maITOl.ju í. habrá de ir acorn­
paiiadn . «si se trata de una resolución 
dictada en ausencia», por «el orig inal o 
una copia certificada conforme del da. 
cumento, que demuestre que el aclo por 
el que se inicia el procedimiento o un 
acto equ ivalente ha sido notificado a la 
pane ausellte, si la sentencia no hace 
mención de ello, de manera suficiente» 
(art 16, prf. 2). El arto 13 del Convenio 
de Luxemburgo de 1980. también exi· 
ge ciertas cenificaciones. 

c. AcreditaciólI de la ejecllloriedad 
de fa resolllción 

b5. Asimismo, el arto 16, prf. 3 del 
Convenio hispano-marroquí. exige que 
la solicitud de reconocimiento 'Y ejecu­
ciólI VII'Y:l acompañada por +:cualquier 
documento que pueda demostrar. según 
la ley del Estado requirente. que la re­
solución es ejeculiva». En el mismo sen­
tido se manifiesta el ano 13. prf. I del 
Convenio de Luxemburgo de 1980. En 
el Convenio franco-marroquí de 1981. 
también se establece la necesidad de que 
la solicitud de ejecución de uno. resolu­
ción vaya acompaiiada por un certilica­
do en el que tínicamenlc se constillc qlle 
la decisión ya es ejecutoria en el Estado 
en el que se dictó (an. 18). 

d. DoclHl/(?I/lación IIabilitallfe 

66. El arto 16, prf. 4 del Convenio 
hispano-marroquí. dispone que .. en caso 
de que se solicite la inlen'ellCión de la 
Autoridad Central del Estado reqlleri· 
do», la solici\L!d de reconocimiento y 
ejecuc ión también irá acompañada por 
... cualquier documento que habil ite. a 
dicha Autoridad Central, par3 actuar en 
nombre del requirente o a designar para 
ello a otro representante». El requi si to 
de que la solic itud de reconocimiento y 
ejecución vaya acom pañada por docu­
mentación habilitanle, también se con­
tcmpla cn el arl. 13. prf. 1, aparlado a) 
del Convenio de Luxemburgo de 1980. 

I!. La posibilidad de posterior 
subsallaciól/ 

67. El arto 17 del Con\'enio hispano­
marroquí. como ya se ha mencionado 
al hablar de la documentación que ha 
de acompaiiar a la solici tud de devolu­
ción de! menor. constituye una novedad 
en rclao..:ión con las distintas normati vas 
il las que venimos haciendo referencia. 
pueslo que prevé la posibil idad de quo..: 
los documentos cuya prescntílción se 
requiere juntO con la solicitud de reco­
nocimiento y ejecución. puedan ser pre­
sentados cn un momento posterior a la 
interposición de tal solicitud, o incluso. 
para raci litar el procedimiento, I)uedan 



ser susti tuidos por otros documenlos 
equivalentes. siempre que la infonn:l­
ción en ellos contemda sea suficiente. 

8. VALORAClON CRÍTICA 
DEL CONVENIO 

68. Llegado el momento de realizar 
una valoración de este instrumento in­
ternacional. es ineludible constatar que 
muchos son sus defectos y pocas ~us 

virtudes, de modo y manera que. pcse a 
que la intención del legislndor era bue­
na. la eficacia de su normati va va ser 
miís bien escas;\. Resu lta necesario ha­
cer referencia a algunos de los defectos 
de los que adolece y también, a aque­
llos aciertos que pueden considerarse 
más relevantes. 

A. Amh igiicdnd 

69. La 3mbigiicd1d es ulla de Ins prin­
cipales (;arnctcrhtil:8S dI! c:;tc Com'cllio 
hispano-mam.x.luí de 1997. que se mani­
fiesta tanto c·n la ausencia de referenc.ias 
explícitas, como en la falra de claridad 
de a lgun n.~ de sus disposiciones, 

Q. AI/sencia de referc/ldas explícitas 

70. Se echa de menos en la normati ­
va convencional alguna referenc ia ex­
plícita al objeti vo de respcto ¡j los dere­
chos de ellstoc.lin c.s tablccidos Cil Ios dos 
Estados contmlantes. así como también 
al objeLÍvo de respeto al derecho de vi­
sita. puesto que. respecto de éste últi­
mo, únicamente se consta ta la intención 
de «favorecen; su ejercicio. Por otro 
lado. aunquecl arto I establece como uno 
de los objeti vos princip<tlcs del Conve­
nio. la garamfa de la devolución de los 
menores desplazados o retenidos ilegal­
mente .... y asimismo el título hace refe ­
rencia a la devolución de menores. sin 
emba rgo. tampoco hubiera estado de 
más algu na referencia explícita a 1;\ 

aplicabilidad del Conve.nioa los supucs­
tos de retenciones ilicitas de menorcs 
con ocasión del ejercicio de un derecho 
de visita. 

b. Falta de claridad 

71. cuando el art o 7 del Convenio 
c~13bleec los requisitos necesarios pam 
considerar ilicito el desplazamiento de 
un menor. no deja claro SI basta con que 
se cumpla a.lguno de ellos. o es necesa­
rio queconcurrnn todos. y lo mismo pa .. <;.a 
cuando el art. 8. prf. 2 detcnu ina las cir­
cu nstancias en que puede denegarse kl 
de\"olución inmediata del menor. ptlCS 
tampoco dej a claro si p<lra que dicha 
denegación tenga IlIgar. es nct:csnrio que 
concurr:m todos los mot ivos enunciados 
o si por el contrario. basta con que se dé 
a]"'uno dcellos. Tampoco especifica este 
in~trumento imemadanal si su norma­
tiva será aplicable lín icamcnle si el d Cl> ­

plazamiento 10 rea li za n 10), progenito­
res. o bien. si también es posible ¡¡cudir 
a ella cuando los responsables del tras­
lado son otros parientes del menor. cir­
cunstancia que no carece de ll11portíln­
cia. puesto que. como y<l .se ha me ncio­
nado. la legislación inlema marroquí. en 
muchas ocasiones. condicionar.í la rea­
lización de un traslado de estas ~aracte ­

rísti c:l.~. en detrimento de b potestad ex 
lege de la madre española. 

H. Restricrión excesiva del ámbito de 
;ll'l ic:"lción 

(l. Res/ricciólI del cotlcepto de traJ­
lad/) ilídto 

72. El 3rl. 7 constituye un n impor­
t:mte restricción al ¡1mbito de aplicación 
convencional. puesto que reduce consi­
derablemente el número de supueslos en 
los que el tras lado de un menor puede 
considerarse ilícito: así. excluye de la l 
concepto aquellos supuestos en los que 
el desplazami en to se produzca antes de 
que sea dictada una resolución sobre la 
custodia del menor. pese a que posle­
rionnenterecaiga ta l resolución: además 
también quedarán fue ra del ámbito de 
aplicac ión de la normativa convencio­
nal aque llos supuestos en los qu e. por 
uno u otro motivo. la interposición de 
la solicitud de devolución tiene lugar 
una vez tran scurrido un tie mpo, dando 
lugar a que el Estado requerido pueda 
ser considerado como la nueva rc,'lidell- 517 
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ci;¡ habitual del menor, puesloque d art, 
7 prf. [ ex.ige que cuando se presenlóla 
solicitud de devolución el menor tuvie­
ra la residencia habitual en eltenitorio 
del Estado requi rente. en vez adoptar. 
como cxigcnciH para considerar il íci to 
el traslado, que el menor tuviera su re­
sidencia habilual en el Estado requiren­
te en el momento inmedimamentc anle­
rior al desplazamiento. Por OIro Jado, 
también es necesario que dicha resolu ­
ción relati va 11 la custodia haya sido dic­
tada en el Estado requirente, por lo que 
quedan excluidos del con<.:cplO de tras­
lado ilícito aquellos traslados que ten­
gan lugar en contravención de una sen­
tencia dictada en un tercer Estado. por 
ejemplo. en el supuesto de que los pa­
dres del J]K:nQr residan hahitualnlt:nte en 
otro E~ l udo, en el cual se divorcian, es­
tableciendo I,t senlwci,t de divorcio j¡\S 

condiciones de ejercido de los derechos 
de Custodia y visita respecto de los hi­
jos menores; si después la madre espa­
fio la regresa a España, y la sentencia de 
divorc io es reconocida en su tOL11idad 
en nuestro país, en caso dequed padre 
marroquí se lleve a su hijo a Marrue­
cos . contnlVinicudo dicha scntencia, no 
podrá se r considerado ilícito el traslado 
en vi rlud dd Convenio. y por lo tanto, 
no será aplicable su normaliva. 

En euanlo al requisito de que tanto 
el menor como sus padre.s tengan en el 
momento del desplazamiento la nacio­
nalidad del Estado requirente, supone la 
excl usión del ámbito de apl icación con­
vencional de un gran número de supues­
tos, pues la mayoría de las veces. el pa­
dre y la madre mantienen sus rc:;pecti­
vas naCIOnalidades. Siendo casI sIempre 
el padre marroquí quién priva a la ma­
dre española de los derechos de CIISlo­
día sobre sus hijos. 

No obstante el excesivo caníclcr res­
trictivo del cOllceplo de lTl\slado ilícito 
previsto porcsle instmmeolo internacio­
nal, se cXIr,¡ña la ausencia del requisito 
de que el derecho de custodia lesionado 
por el traslado se estuviera ejerciendo 
efectivamente en el momento en qllC 

éste se produjo. 

b. Restricción a la allt(jll(jmía de la 
vultlll/ad 

73. El aparlado c) del arto 7, prf. I 
también considera ilícito aque llraslado 
realizado en contravención de un acuer­
do concertado enlre los progenitores del 
l1Iell0r, pero en vez de exigir qllc dicho 
ncuerdo sea conforme al Derecho de 
alguno de los dm E,lados, requiere que 
la autoridad judicial de alguno de ellos 
lo haya refrendado, limitando así la au­
tonomía de la voluntad de las p<lrlCS que 
concluyen el acuerdo, pero, sin embar­
go, dicha li mitación, en el caso que nos 
ocupa , resulla acerl ada, puesto que pue­
de constilUir una garantía para el inte­
rés del menor. 

c. Amplitlul de 1m· cam·as de delle­
gación de la del'olllció" 

74. La excesiva amplitud de las cau­
sas que pe m\iten denegar la resti tución 
del menor, también limita demasiado la 
aplicabilidad de las disposiciones con­
vencionales; a.~ í cuando el apallado al 
del art. 8, prf. 1 permite denegar la res­
tÍl III.:ión de l mcnor cuando éste sea na­
cional exclusivamente, del Estado re­
querido y. según la ley imema de dicho 
Estado, el padre con el que se encuen­
tre sea el único titular de pleno derecho 
de la palna potestad. tal d ispo~ i c i ón se 
configura de manera que favorece cWi i 
e.>;clu~ i vamenl e a la parte IDilrroquí, 
pueslO que la ley interna española en 
muy contadas ocasiones otorga la pa­
tria potestad en exclusiva a uno solo de 
los progenitores. En cuanto a la segu n­
da causa de denegaci6n de la resLit ución 
prevista por el arto 8, prf. l. es comple­
tamente contraria a la disposición esta­
blecida en el art. 17 del Conven io de La 
Haya de 1980, que con~idera que el 5610 
hecho de la existenc ia de ulla resolución 
relativa a la custodia del menor en el 
Estado requerido. ° la posibilidad deque 
dicha resolución sea reconocida en lal 
Eslado, en modo alguno puede consti­
luir un motivo de denegación de la res­
liluc ión del menor, 

Por otro lado, llama la alención que 
la posibilidad de que la devolución del 



m..:nOl" pueda e.'(ponerle :1 algún peligro 
físico psiquieo o a una situación intolc­
rabie (art. 9). únieam~n te pueda alegarse 
como causa de denegación de tal devo­
lución si la solicitud de restitución ~e in­
tcr¡Jolle una vel. transcurridos seis meses 
desde que se produjo el dcsplaz:lmicnto. 
¿Acaso es impensable que pm:da existir 
algún peligro para el menor cuando 1:1. 

solicitud de devolución se presenta ames 
de (IUC Imyan pasado seis meses desde 
que tuvo lugar el desplazamiento? 

d. AlIsellcia de malizaci611 ell las 
causas de del/egaciólI del recolloci­
miel/to )' de la rjccllciól1 

75. El apanado el del ano 11 . esta­
blece una causa de denegación del re­
conocimit nlO y ejecución de resolucio­
nes semejante a la prevista por el arto 9. 
prf. 1 del Convenio de Luxemburgo, sin 
embargo, a diferencia de éste. no con­
temp la ninguna excepción: es dec ir. 
cuando se e OI1 ~id~ra que no existe la 
obligación de reconocer o ~jccLl\nr lLna 
resolución (lue sea incomp'llible (On 
aIra, relativa a la custodia, y que. con 
anterioridad al desplazamiento del me­
nor, ya fuera ejccUloria en el Estado re­
querido, tambi én habría que excepcio­
nar aquellos su puestos en los que el 
menor, al que se refiere la resolución 
cuyo reconocimiento o ejecución se pre­
tende. hubiese tenido en el Estado re­
qui renle su residencia habitual en el año 
<Interior al clesplazamiento. 

C. Imprecisión de las disllosiciones 

76. Algunas de las disposiciones con­
lIenciona1cs resultan un poco impreci­
sas, como porejclIlplo. cuando el art o 4 
establece la obligación de las Autorida­
des Centrales de proporcionar informa­
ción relativa a la situación del menor, o 
infonnación sobre la legislación de su 
Estado relativa a la aplicación del Con­
venio. no precisa cuales son los conle­
nidos de dicha información. corno si lo 
hacen otros convenios internacionales 
en la moleri a; tampoco el arto 5 e.speci ­
fica claramenle el contenido de las fun­
ciones encomend adas a la Comisión 
Mixta Consultiva. 

D, Errol'fs de redat:('ión 

77. La redacci6n del arto 11. dificul ­
taen gran n'k---d ida su cOlllprcn~ i6n , pues­
to que de eH .. ~e desprende que las au­
loridndes judiciale\' del Estndo req uiren­
te pueden denegar el reconocimiento )' 
la ejecución de la~ resolucionesjudkia­
les que ya son ejecut ivas en su territo­
rio, lo cual. carece de sentido; será ne­

ces,'1 riocntcnder este precepto en el sen­
tido de que dctcnninil las ¡,;a ll sa~ de de­
ncg;\c1Ón del reconocimiento y la eje~ 
cllción de un¡¡ resolución. por panc del 
Estado requerido cuando di cha resolu­
ción ya sea ejecutoria en el E..¡llldu tI'­

quirtllfe. 

K Dificul tades inlcrprct:"II i\'as 

a, BI cOI lcepto de emallcipaci611 

78. E1 8lt. 2 establece la aplh.::lb i1 idad 
del Convenio a los menores de 16 años 
no emancipados: esta referencia a IJ. 
emancipac ión podría dar lugar adificul­
lades i n terpretat i va~. pu~to que el eOI1-

tenido de dicha inst itución no es el mis­
mo en España que en Marruecos. por lo 
que hnhiera sido mejor que el Conve­
nio hubi em hecho referencia a la p05i­
bilid,id de excl uir de su ámbito de apli­
cación a aquellos menores de 16 mi os 
en los que se aprcd e d slI lieicnlc grado 
de madurez para decidir el lu gar de !',u 
residencia. 

b. Hijos malrimollfa/~s, exlramalri-
11UJlliaJes )' adoptivos 

79. Este instrumento intcmacional no 
restri nge su ámbito de ap licación a los 
hijos nncitlosde una unión matrimonial. 
~ i n embargo,e llo 110 sli]>onc quc su~ dis­
posiciones puedan aplicarse a los hijos 
extramalrimoniales o adoptivos, puesto 
que, en primer lugar. el Derecho islá­
mico no admite la fi liac ión extramatri­
monia1, por lo que rc!mlta impensable 
que los tribtmalc!i marroC]ulcs vayan a 
reconocer una resoludón de los tribll­
nales españoles en la que se establez­
can los derechos de custodia y visita 
respecto de un menor nacido de una re­
I¡¡ción no matrimonial si uno de los pro-
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geni tores profesa la rel igión musulma· 
na. En cuanto a la fil iación adopti va. no 
creará demasiados problemas, puesto 
que sería muy ex traño que una pareja 
hi spano-rnarroqui llevase a cabo una 
adopción, teniendo en cuenta que dicha 
institución no sólo se ignora en las le­
gislac iones de in fl uencia islámica, sino 
que aparece exprcsameme prohibida en 
El Corán. 

c. CU Il CCI'IO de ¡"Uds del mfllor 

80. Otras inconven ientes. basmnte 
difíci les de salvar. vendrán detemlina­
dos por la disti nta interpretac ión del 
conce pto de "interés del menor», asi 
COIllO del concepto de "peligro», desde 
el punID de vista de la normativa ma­
rroquí y de la españo la, ya que. por 
ejemplo, una imerpretación basarla en 
la cultur<! y la sociedad esp.niola. puede 
llevar a considerar cOlllraria al ¡nteré." 
de l menor y pcligroS:llmru su adecuado 
desarrollo personal, 111 aplicación de la ... 
estrictas nonnas impuc!>llls por la reli­
gión cOI'~ lli ca. que lirnit¡m cn exceso la 
libertad del hijo -aún más la de la hija-o 
atribuyendo al padre todas las prerro­
gmivas sobre su persona; miemras que 
desde el pumo de vista de la cu ltura 
musulmana, la nonn.íl Jibcnad de laque 
goza cualquier joven en IlUcstril socie­
dad. puede cOll sidcrar.~e eOl1lo el origen 
de un ilTeparable daño moml. 

F. Aciertos 

8 1. De toda~ formas. y pese a los 
rlI llllCroSOS dcrcctos enunciados respecto 
de este instrumento imemaciomll. tam­
OIell 1lt:llc algunil VlIlu(J: a ... 1. t: ... ti! nor­
mal ¡va convencional considera necesa­
rio quc el menor conserve sus rcl:lcio­
ncs con ambos pro~cn i tores. indepen­
dientemente del lugar en que resid:m 
éstos. y además. establece los derechos 
de custodia)' visita, como prerrogati­
vas delll1cnOf. no de sus p3dres: asimis­
mo considera que tinte un supuesto de 
tras1atlo ilícito. el interés dcl menor con­
siste en que los derechos lesionados se 
restablezcan con la mayor r3pidez posi­
ble . Otro punto positivo del Convenio 
viene dado por /3 rerroactividad de sus 

disposiciones respecto del ejercicio del 
derecho de visila estab lecido con ante­
riori dad ir su entrada en vigor, así como 
respecto del reconocimiento yejecuc.ión 
de resoluciones también dictadas antes 
de que este instrumenTo internacional 
entrara en vigor. Lo que no se compren­
de muy bien es por qu é establece la 
irrctrouclividad de su normativa ~pec-

10 de las solicitudes de devolución in­
med iata. dejando su ~olución a la Co­
misión .\-lixta Consu ltivíI. pues aunque 
dicha instancia se encargue de t,llcs so­
lici tudes, bien podría haberse estableci· 
do la ól pl i c~bi l idad de Ins disposiciones 
convencionales pllTil su solución. 

G. Conrlusi6n 

82. En conclusió ll, teniendo en cuen­
ta las numerosas dcfieiell c ia.~ que se 
3precian con la sola loclll fíl de este ins­
tru mento internacional , no creo que 
constituya el medio más idóneo para 
resolver los problemas derivados de la 
SlIstrJcción internacional de menores 
entre nuC.') tro pais y Marmecos. L'1 po­
sición mamxluí resu lta lIIucho más be­
neficiada que la española. sobre \000 
:nendlcndo al hecho indiscutible de que, 
en la gran mayoría de los casos. son las 
madres españolas las que se ven priva­
das ele la custodia de su~ h ij o.~ por la 
acc iólI eJe los padre~ mnrroqu ic.~ que, 
previendo la posibilidad de que las alr­
torid<tdes cspañolas otorguen la custo­
dia a la nlldre. se llevan a sus hijos a 
Marruecos antes de que en nuestro prus 
ni tan siquiera se haya entnblado un pro­
ceso sobre la custodio de esos menorc.~. 

Real mente resulr..1 asombroso constatar 
,,, ... ~ .. ~ ... ,)j . ... ~ ... u ¡ ¡~¡; ... IU,,~~ '1 ...... 11" .... "l/-
zodo España en la tramitación de este 
Convenio. cuyas disposiciones no van 
a con tribu ir demasiado a mcjorar las 
m;rltrechus relaciones qL1 C, en este ám· 
bita, existen entre ambos países: quizá, 
únicamente una actuación de la Comi­
sión Mixta Consu\liva, basada en la bue­
na fe y que busque el entendimiento 
entre ln.~ partes, pueda llevar n algún tipo 
de sol ución, pero, má s bien creo que la 
aplicación de este instrumento interna­
cional va a gozar de una eficacia esca­
sa. sino nula. 
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